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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS


	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	06-2215-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Campos Bautista
	24-02-06
	REQUISITOS DEL RECURSO DE CASACION ANTE SALA PRIMERA Y RECUSACION DE JUECES

-Jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, sobre los requisitos del recurso de casación y sobre causales de recusación.

-Artículo 597 del Código Procesal Civil.

Rechazo de recurso de casación en Sala Primera, sin indicar concretamente los errores del recurso, no se previenen los defectos del escrito, lo que impide el acceso a la justicia. Sobre recusación de jueces, porque habían conocido otro proceso, indica la Sala Primera que esa causan del artículo 594 del Código Procesal Civil, cuya lista es taxativa, le impide conocer sobre distintos supuestos a los allí expuestos. 



	06-2192-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Emilio Arana Puente a favor de Marcelino Morales Villalobos.
	24-02-06
	COBRO DE IMPUESTO DE ESPECTACULOS PUBLICOS A MAQUINAS DE JUEGOS EN LOCALES COMERCIALES.

-Artículo 1 y 6 del Decreto Ejecutivo No. 27762-H-C del Reglamento para la aplicación del impuesto sobre espectáculos públicos. Ley No. 3 del 14-12-1918 y 37 del 23-12 de 1943 y sus reformas del 13-4-1999.

-Por conexidad el artículo 51 del Reglamento a la Ley 8290 Ley del Teatro Nacional. Decreto Ejecutivo No. 31235-C del 19-3-2003. Gaceta No. 130 del 8-07-2003.

Teatro Nacional les está cobrando el impuesto de espectáculos públicos, con base en un decreto ejecutivo.  Tiene máquinas de juegos pin ball ubicadas en locales comerciales.


	06-2151-007-CO

Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
	23-02-06
	LECTURA DE SENTENCIA DESPUES DE VACACIONES COLECTIVAS DEL PODER JUDICIAL Y FALTA DE ANALISIS DE PRUEBA OFRECIDA.

-Se alega la violación al principio de inmediación y concentración, porque la parte dispositiva de la sentencia se emitió el 18-12-05 y se hizo la lectura de la sentencia hasta el 15 de enero del 2006, que reabrió el Poder Judicial. 

-Falta de fundamentación de la sentencia y la violación a las reglas de la sana crítica, porque se omitió el análisis de prueba esencial ofrecida. 



	06-2136-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Madrigal Lacayo
	23-02-06
	DIETAS A MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA Y FISCALIA DE ASOCIACIONES SOLIDARISTAS.

-Artículo 54 de la Ley de Asociaciones Solidaristas No. 6970.

Se prohíbe a los miembros de la Junta Directiva y Fiscalía, la remuneración o pago de dietas por el ejercicio de sus cargos.



	06-2106-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alexander yung Li
	22-02-06
	ELECCIONES PRESIDENCIALES 2006. 

-Contra declaración de Oscar Arias Sánchez como Presidente de Costa Rica, por parte del Tribunal Supremo de Elecciones, en contra de lo dispuesto en el artículo 132 de la  Constitución Política. 



	06-2020-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sonia Darce García
	21-02-06
	PARA REVISION DE GRUPO PROFESIONAL DE EGRESADOS, SOLO SE ACEPTAN LOS DE LA U.C.R. 

-Artículo 122 inciso b) del Estatuto de Servicio Civil, frase: “extendido por la Universidad de Costa Rica”

La recurrente presentó revisión del grupo profesional asignado, porque es egresada de la carrera de bachillerato en  Ciencias de la Educación de la Universidad Libre de Costa Rica y le fue rechazada su gestión, porque sólo tienen esa posibilidad quienes presentan un certificado de idoneidad de la Universidad de Costa  Rica. 



	06-1973-007-CO

Consulta Legislativa


	Humberto Arce Salas y otros
	20-02-06
	PROYECTO DE PLAN FISCAL. 

Expediente Legislativo No. 15516 de la Ley de Pacto Fiscal y Reforma Fiscal Estructural. 

Se consulta sobre vicios ene. Procedimiento de aprobación de mociones, potestades fiscalizadoras de los órganos de recaudación, creación del Sistema de Transparencia y Rendición de Cuentas, modificación a régimen presupuestario y laboral de entidades autónomas que funciona como entes recaudadores, pago de incentivos salariales, la no realización de consultas preceptivas, entre otros aspectos.



	06-1951-007-CO

Consulta Legislativa


	Carlos Manuel Salas Ramos y otros
	20-02-06
	PROYECTO DE PLAN FISCAL. 

Expediente Legislativo No. 15516 de la Ley de Pacto Fiscal y Reforma Fiscal Estructural. 

Se consulta sobre el procedimiento legislativo y fondo del proyecto. 


	06-1921-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.
	17-02-06
	CONVENIO COLECTIVO DEL IDA. 

-Artículo 22.3) del Capítulo VI denominado “DE LOS SALARIOS Y SOBRESUELDOS”, del Convenio Colectivo suscrito entre la Unión de Empleados del Instituto de Desarrollo Agrario (UNEIDA) y El Instituto de Desarrollo Agrario. 

Pago de quinquenio en el IDA, cuyo monto se revisará cada dos años. Considera que va en contra de las directrices del Poder Ejecutivo, que disponen que la fijación salarial en el sector público es de carácter unilateral, infringe además la jurisprudencia constitucional referida a la imposibilidad de negociar convenciones colectivas en el sector público. 



	06-1824-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Manuel Cárdenas Durán y otros
	16-02-06
	TRANSPORTE PRIVADO DE PERSONAS. PORTEADORES. 

Artículo 323 del Código de Comercio.  

Se sostiene la posibilidad de que empresas privadas puedan transportar personas. Porteadores. Acusan que lo anterior está derogado por la Ley de Transporte Remunerado de Personas en modalidad de taxis.  



	06-1792-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Lorena Brenes Esquivel

Procuradora General de la República. 


	15-02-06
	NORMA ATIPICA. LEY DE PRESUPUESTO 2006.

-Norma 18 del artículo 7 de la Ley de Presupuesto Ordinario y Extraordinario de la República para el Ejercicio Económico 2006. Ley No. 8490 del 15-12-2005.

Acusa que se modifica el ámbito de aplicación de la Ley de Administración Financiera y Presupuestos Públicos y la competencia de la Autoridad Presupuestaria, lo que es materia ajena a la presupuestaria. 



	06-1800-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Adrián Fumero Patiño

Chiclera Costarricense SA
	15-02-06
	PLAZO DE PRESCRIPCION EN COBRO DE IMPUESTOS. 

-Artículo 54 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, frase: “el nuevo término se computa desde el primero de enero siguiente al año calendario en que la respectiva resolución quede firme”.

Plazo de prescripción se computa hasta que resolución en donde se apela cobro de impuestos, hasta que la resolución esté firme en sede administrativa, es decir, cuando sea resuelto por el Tribunal Fiscal Administrativo, a pesar de que hace 6 años presentó la apelación. 

 

	06-1783-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Patricia   Hidalgo Salazar
	15-02-06
	REQUISITOS DE CONCURSOS  PARA PUESTOS DE DIRECCION EN LA CCSS. 

-Artículo 26 del Manual de Reclutamiento y Selección. Disposiciones que rigen las calificaciones de los profesionales en medicina de la CCSS. 

Se les exige a los profesionales presentar una certificación, extendida con un mes o menos de anticipación a la fecha de cierre del concurso, de estar inscrito como Especialista en Administración Hospitalaria en el Colegio de Médicos y Cirujanos. Lo anterior es condición indispensable, para ser declarado elegible. 



	06-1772-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Rojas Franco
	15-02-06
	COMPETENCIA DE TRIBUNALES DE TRABAJO DE IMPONER SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

 -Artículos 314, 566, 567, 568, 569, 574, 611 y concordantes del Código de Trabajo. Ley No. 2 del 26-8-1943. 

Sanciones administrativas, como multas referentes a infracciones a las leyes laborales y de seguridad social, impuestas por Tribunales de Trabajo, quienes aplican sanciones de carácter administrativo y no jurisdiccional. Tribunal de Trabajo impuso sanción por no incluir en planilla a una empleada. 

 

	06-1627-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis A. Herrera Ortega
	13-02-06
	POSESION EN ZONA MARITIMO TERRESTRE. 

-Artículos 57, 74, 75, 79 y 80 de la Ley de la Zona Marítimo Terrestre No 6043 y el artículo 1 de la reforma, realizada mediante Ley No. 8464, publicada en La Gaceta No. 218 del 11-11-2005. 

Se reconoce el derecho de posesión en la zona marítimo terrestre, a las personas que demuestren ser poseedores legales por más de 40 años.



	06-1577-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Federico Ramírez Muñoz
	10-02-06
	LIMITES DE LA CIUDAD DE QUEPOS

-Pronunciamiento No. 222 del 2 de setiembre de 1980. Director General del Instituto Geográfico Nacional, el cual ha servido para denegar revocatoria interpuesta en proceso por infracción a la Ley de la Zona Marítimo Terrestre.

En el pronunciamiento impugnado se definen los límites de las ciudades costeras, donde se aplicará la Ley de la Zona Marítimo Terrestre, en tanto modifica los límites fijados por el legislador, sobre la ciudad de Quepos. 



	06-1343-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Mainor Santillán Corrales

Asociación Ecologista de Playa Ballena. 


	06-02-06
	PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE OSA

-Plan Regulador de la Municipalidad de Osa, publicado en La Gaceta NO. 29 del 9-2-1995. Láminas referentes al uso de suelo. .

Se contempló la existencia de una calle de 14 metros de ancho, paralelo a la línea de playa, en Playa Ballena de Osa, que destruiría humedales que forman parte del Corredor Biológico Mesoamericano y asegura que no existe un estudio de impacto ambiental. 



	06-1311-007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal Penal del I Circuito Judicial de Puntarenas
	06-02-06
	INTEGRACION DEL TRIBUNAL EN JUICIOS DE REENVIO

-Se consulta sobre las implicaciones constitucionales de integrar el tribunal sentenciador, con los mismos juzgadores cuyas sentencias fueron parcialmente anuladas por razones estrictamente formales. Se hace alusión concreta a los juicios de reenvío, pues se afirma que con la sentencia del caso de Mauricio Herrera, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se pronunció en forma diferente sobre la garantía del juez natural. 

 

	06-1251-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guillermo E. Porras Sandoval
	03-02-06
	REQUISITOS PARA PENSION POR REGIMEN DE HACIENDA

-Resolución R-DE-DNP-NRE-9456-2005 de la Dirección Nacional de Pensiones. 

-Pronunciamientos C-265-2004 y  C-304-2004 de la Procuraduría General de la República.

No le aprueban pensión por el régimen de Hacienda, porque le imponen mayores requisitos.

	06-1218-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Fabio E. Delgado Hernández

Partido Rescate Nacional


	03-02-06
	NOTIFICACION POR ESTRADOS

-Artículo 104 párrafo segundo y 105 última frase de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y Registro Civil. No. 3504 y sus reformas.

-Artículo 18 del Código Electoral. Ley No. 1536, aprobada el 3-12-1952.

Resolución que niega el derecho de representantes del Partido Rescate Nacional, para presentar nombres en las papeletas de elecciones del 2006, no fue notificada personalmente. 

 

	06-1134-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Pedro Rojas Guzmán
	01-02-06
	MODIFICACIÓN DE IMPUESTO CON DESTINO ESPECIFICO SOBRE CAJAS DE BANANO EXPORTADAS.

-Artículo 2 del Decreto Ejecutivo No. 24981-H-COMEX Reforma Recaudación Impuesto por Caja o Envase de Banano a Exportar. Del 22-12-1995. Gaceta No. 45 del 4-3-1996. 

Ministerio de Hacienda modifica el monto y el plazo para trasladar a las municipalidades el monto de impuesto con destino específico, para aquellas cuyos cantones producen banano, creado por Ley 5515. 



	06-1118-007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ronald Gerardo Mesén Vega
	01-02-06
	DESPIDO POR INCUMPLIMIENTO DE CONTRATO DE DEDICACIÓN EXCLUSIVA

-Artículo 14 inciso d) y artículo 17 de la Resolución DG-080-94 de la Dirección General de Servicio Civil, de las 9:00 horas del 3-8-1994.

Tipicidad de faltas administrativas. Despido por incumplimiento de dedicación exclusiva, sanción no está determinada en la ley. 




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS


	EXPEDIENTE

VOTO
	FECHA DE

VOTACION
	PARTES Y RESULTADO

	02-05494-0007-CO
Voto 2006-02219


	22/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Edgardo Picado Araya en contra de la Reforma constitucional del inciso 1) del artículo 132 de la Constitución Política. No ha lugar a la gestión formulada.-



	06-00463-0007-CO
Voto 2006-02228


	22/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. John Brenes Ortiz como abogado defensor del menor Gustavo Montero Hernández en contra del artículo 109 de la Ley de Justicia Penal Juvenil. Se rechaza de plano en lo relativo a la solicitud de declarar prescrita la acción penal en la causa que se sigue contra el menor Gustavo Montero Hernández, que se tramita ante el Juzgado Penal Juvenil de San José, en expediente número 03-000273-277-TP. Se rechaza por el fondo en todo lo demás.-



	06-00628-0007-CO
Voto 2006-02229


	22/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Leonardo Dérek Meneses Soto en su condición de Presidente del Sindicato de Empleados del Instituto Costarricense de Electricidad en contra de la Retención del Impuesto sobre la Renta a los intereses distribuidos por el Fondo de Garantías y Ahorro de los empleados permanentes del Instituto Costarricense de Electricidad. Se rechaza de plano la acción.-



	06-00819-0007-CO
Voto 2006-02230


	22/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra del Código Procesal Penal, artículo 140. Se rechaza por el fondo la acción.-

	06-00880-0007-CO
Voto 2006-02231


	22/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Max Guth Morales en contra del Transitorio XII de la Ley de Protección al Trabajador y el Reglamento para la afiliación de Trabajadores independientes de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se rechaza de plano la acción.-

	06-00672-0007-CO
Voto 2006-02232


	22/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Lilie Lobo Arce en contra del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social, artículo 9 inciso a). Se rechaza de plano la acción. Désele trámite como amparo.-



	05-04928-0007-CO
Voto 2006-01783


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Marco Antonio Rodríguez Vega y otro en contra del artículo IX de la Sesión 2004-04-04 de la Junta de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica del 4 de abril de dos mil uno. Se rechaza de plano la acción.-



	05-15356-0007-CO
Voto 2006-01799


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Miguel Enrique Arias Soto y Adrián Bogantes Arguedas, este último como representante legal de Taxis Unidos Aeropuerto Juan Santamaría Sociedad Anónima, en contra del artículo 200 del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-

	05-14052-0007-CO
Voto 2006-01800


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Hyundai Motor Company en contra de los artículos 554 y 559 del Código Procesal Civil. Se rechaza de plano la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-

	05-15456-0007-CO
Voto 2006-01801


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Orlando Varela Solano, como representante judicial de la agencia de viajes CONEXPRESS Sociedad Anónima, en contra de la resolución número 0536-04 de las 12:15 horas del 8 de noviembre del 2004, dictada por la Comisión Nacional del Consumidor. Se rechaza de plano la acción.- 



	05-15996-0007-CO
Voto 2006-01803


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Adays Cascante Espinoza en contra del artículo 591 del Código Procesal Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-

	04-10540-0007-CO
Voto 2006-01804


	15/02/06
	Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez integrante del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, relativa a los artículos 464 del Código Procesal Penal, 9 y 167 del Código Procesal Civil y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Estése a lo considerado por esta Sala en sentencia número 2004-12628, de las quince horas del diez de noviembre del dos mil cuatro.-



	06-01577-0007-CO
Voto 2006-01805


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Federico Ramírez Muñoz en contra del pronunciamiento número 222 de 2 de setiembre de 1980, del Director General del Instituto Geográfico Nacional. Se rechaza de plano la acción.-


	05-15448-0007-CO
Voto 2006-01806


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Olivier Ávila Ávila y Odili Murillo Mora en contra del artículo 67 de la Ley de Tierras y Colonización. Se rechaza por el fondo la acción.-


	04-04582-0007-CO
Voto 2006-01807


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Enrique Rojas Franco en contra de los artículos 5, 13, 24, 25, 27 y 29 del Instructivo de Abogados Externos para el cobro de cuotas obrero-patronales emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara sin lugar la acción en relación con la alegada infracción a los principios de razonabilidad y proporcionalidad constitucionales. Se rechaza de plano en lo demás.-

Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar la acción, con sus consecuencias, por violación al principio de razonabilidad y proporcionalidad. En lo demás coinciden con el voto de la Sala.-



	04-03840-0007-CO
Voto 2006-01808


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Alexander Carvajal Solano en contra de los artículos 2 y 5 del Instructivo que regula la prestación de los servicios de odontología para valorar y operativizar la atención de casos de ortodoncia y ortopedia de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara sin lugar la acción.-



	01-06949-0007-CO
Voto 2006-01809


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. CAFESOL Sociedad Anónima, y otros, en contra del artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 29585-MAG. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 29585-MAG de treinta de mayo del dos mil uno, en cuanto adiciona el artículo 5 bis al Decreto Ejecutivo número 28018-MAG de ocho de julio de mil novecientos noventa y nueve, que es el “Reglamento a la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café”. Esta sentencia tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en “La Gaceta” y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	05-11633-0007-CO
Voto 2006-01814


	15/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Jorge Eduardo Rivel Loría en contra del artículo 43 del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad, publicado en La Gaceta número 126 del 2 de julio del 2003. Se deniega el trámite a esta acción.-



	05-11443-0007-CO

Voto 2006-01026


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Denis Eduardo Guillén Elizondo en contra del artículo trigésimo primero del Reglamento de Administración del Condominio Vertical Residencial Número Nueve. Se rechaza de plano la acción.-



	06-01007-0007-CO

Voto 2006-01027


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. José Tomas Guevara Calderón en contra del articulo 242 último párrafo del Código Procesal Penal. Se rechaza de plano la acción.-

El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso.-


	06-00401-0007-CO

Voto 2006-01028


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Sonia Montero Briceño y otros en contra del artículo 69 y Transitorio único de los lineamientos generales para la prestación y control del ejercicio y servicio notarial, emitido por la Dirección Nacional de Notariado. Se rechaza de plano la acción.-



	05-15457-0007-CO

Voto 2006-01029


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Alberto Alvarado Moya en contra de los artículos 376, 377, 378 y 379 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-15441-0007-CO

Voto 2006-01030


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Jonatán Canales Hernández, como apoderado especial judicial de Edwin Ramírez Calderón en contra de los artículos 67 y 68 del Estatuto de Servicio Civil. Se rechaza por el fondo la acción.-



	05-16392-0007-CO
Voto 2006-01031


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Isaías Adrián Pérez Salas en contra de los artículos 410, 411, 443, 444, 447 y 450 del Código Procesal Penal. Se rechaza por el fondo la acción.-



	00-08825-0007-CO
Voto 2006-01034


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. La Vivienda Mutual de Ahorro y Préstamo en contra de los artículos 1 y 8 del Reglamento “Línea de Crédito de Bienestar Familiar en las Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Préstamo. Se declara parcialmente con lugar la acción y en tal razón se anula el párrafo segundo del artículo 8 del Reglamento aprobado por la Junta Directiva del Banco Hipotecario de la Vivienda en sesión 19-2000, del 6 de abril del 2000, publicado en La Gaceta Nº 83 del 2 de mayo del 2000, que se denomina "Línea de Crédito de Bienestar Familiar en las Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Préstamo", en cuanto dispone: “En caso de incumplimiento, por parte de alguna entidad, de los límites establecidos en este Reglamento, la entidad correspondiente deberá pagar una multa del 2% mensual sobre el exceso del monto autorizado en este Reglamento”. En lo demás se declara sin lugar la acción. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de la norma anulada, esto es, dos de mayo de dos mil, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Reséñese esta sentencia en el Diario Oficial La Gaceta. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese.-



	05-16376-0007-CO
Voto 2006-01038


	01/02/06
	Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Soto Vega en contra de los artículos 19 inciso b) y 34 de la Ley Forestal, número 7575. Desglósese el memorial de interposición y certifíquese, a fin de que sea tramitado como recurso de amparo en lo relativo a la impugnación de los permisos de corta de árboles que otorgó el Ministerio de Ambiente y Energía al Instituto Costarricense de Electricidad para el aprovechamiento forestal en la zona que comprende Limón hasta Sixaola que se ubican sobre zona protectora y bosque propiedad del Estado, en el marco del proyecto denominado Moín-Cahuita. En lo demás, se le da curso a la acción interpuesta.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS


	EXPEDIENTE
	RECURRENTE, NORMA IMPUGNADA Y NUMEROS DE BOLETINES

	05-015223-0007-CO
	Ronald Jiménez Lara, contra el inciso f), del artículo 9° de la Ley del Impuesto sobre la Renta, N° 7092 del 21 de abril de 1988.Boletines Judiciales 25, 26 y 27 de los días 3, 6 y 7 de Febrero del 2006 respectivamente.

	05-013854-0007-CO
	Luis Armando Mejías Rojas y Carlos Adrián Vargas Murillo contra “Reglamento de Zonificación de Tilarán”. Boletines Judiciales 33, 34 y 35 de los días 15, 16 y 17 de Febrero del 2006 respectivamente.


	  4. SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS


	03-004220-0007-CO
Voto Nº 2004-08728
	Acción de Inconstitucionalidad contra la frase “y el ejercicio liberal de las profesiones que se hagan en oficinas particulares o de asociados” del inciso d) del artículo 2° de la Ley 8236, Ley de Impuestos Municipales del Cantón Central de Alajuela. Boletín Judicial N° 33 del 15 de Febrero del 2006.

	04-008367-0007-CO

Voto Nº 2005-06225
	Acción de Inconstitucionalidad contra la Directriz del Director General de la Policía de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas Y Transportes, contenida en el oficio N° DG-1479-04, de veintinueve de junio del dos mil cuatro. Boletín Judicial N° 35 del 17 de Febrero del 2006.
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AMBIENTE 

2812-06. CONTAMINACION QUE GENERA CENTRO DE REUNIONES.  Autoridades estatales no cierran Centro de Adoración Familiar ubicado en Sabanilla de Montes de Oca, que tiene permisos irregulares y causa contaminación sónica. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud, que adopte en forma  inmediata las medidas definitivas  para solucionar el problema de contaminación sónica  de los vecinos de la Iglesia Centro de Adoración Familiar. CL
2656-06. PROBLEMAS QUE GENERA ALCANTARILLA. Acusa el recurrente que vecinos del barrio San Martín de Nicoya han denunciado ante las autoridades recurridas, que debido a la presa que uno de los vecinos provoca en un desagüe, se generan inundaciones a  tal punto, que el nivel del agua llega incluso a la ventanas de sus viviendas, creándose un foco de enfermedades, además del riesgo directo para la vida de los habitantes del sector. Que a la fecha, a pesar de la intervención de otras instituciones, los recurridos no intervienen efizcamente para solucionar el problema. Se tuvo por demostrado que los problemas que tiene el recurrente se deben a que las casas fueron levantadas sin dejar la distancia que señala la legislación aplicable; se infiere que los problemas ambientales que afectan ese barrio de Nicoya son consecuencia primero de la desidia de la Municipalidad de Nicoya, pero también por la   propia falta del recurrente, por haber construido en la zona de protección respecto de la quebrada que colinda con el terreno donde construyó su casa. Sostener lo contrario implicaría permitir a éste sacar provecho de su propio dolo, lo que sería opuesto al principio de racionalidad constitucional. Se declara sin lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Nicoya  y al Director del Área  Rectora de Salud de Nicoya del Ministerio de Salud, o a quienes en su lugar ejerzan esos cargos,  coordinen y tomen de manera inmediata las medidas necesarias para garantizar la salud y la vida del amparado y demás habitantes de las casas construidas dentro del área de protección de la quebrada y tomen las medidas necesarias que restituyan el equilibrio ecológico en la zona afectada.  SL
2804-06. DERRAME DE DESECHOS CAMINO A RELLENO SANITARIO DE LIMON. Acusa el recurrente que por las malas condiciones en que se encuentra el camino de acceso al relleno sanitario de Loma Linda en Limón, se produce acumulación de basura en el trecho correspondiente, mezcla de los lixiviados con barro y dificultades de acceso de los camiones recolectores de basura al lugar, lo que lesiona su derecho al ambiente. Se tiene por demostrada la violación ambiental acusada y se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Limón, o a quien ocupe su cargo, disponer lo necesario para que se evalúe la incidencia sobre el medio ambiente del estado del camino de acceso al relleno de Loma Linda, de los lixiviados que van derramando los vehículos que transportan los desechos sólidos y de las condiciones de los camiones recolectores, así como cualquier otra causa de contaminación aneja. Además, proveer lo que sea preciso para remediar los problemas detectados en esa evaluación. Todo lo anterior, dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL
1917-06. PROYECTO HIDROELECTRICO PACUARE.  Se acusa que a pesar de la oposición de los pobladores de  las zonas de los Mollejones, Tres  Equis, Turrialba, Siquirres,  Matina, Orosi y Paraíso, el  Instituto Costarricense de  Electricidad insiste en llevar a  cabo un Proyecto Hidroeléctrico  en el Río Pacuare, que generaría mucha contaminación ambiental en la zona.  Se tiene por probado que en lo que toca a la participación ciudadana, no hay por parte de los recurridos ningún acto denegatorio de esa participación, pues al momento de interponerse el amparo el proyecto estaba en estudio, no se toma ninguna medida, en vista de que se trata de un proyecto cuyo expediente de viabilidad ambiental, actualmente ha sido archivado por la SETENA. SL
2010-06. PERMISO DE CONSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLA. Se acusa en el amparo que los vecinos están expuestos a un grave peligro de avalancha, por la acumulación de once mil metro cúbicos de tierra en una de las márgenes del Río Pío, afluente del Río María Aguilar. El material lo depositaron otros vecinos, quienes a pesar de lo peligroso de su conducta, no fueron fiscalizados oportunamente por la Municipalidad de Curridabat. Dos años después de los hechos se emite un informe por parte del Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencia, en donde dan la razón a los vecinos, por esa razón, se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Curridabat, o a quien ocupe su cargo, proveer lo necesario para que se cumplan, en el plazo de tres meses, contado a partir de la recepción del informe de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, #DPM-INF-824-2005 del 5 de diciembre de 2005, las recomendaciones de obras de mitigación adicionales que ahí se hacen. En cuanto al Tribunal Ambiental Administrativo, se declara sin lugar el recurso. CL
1963-06. MOLESTIAS QUE CAUSA FERIA DEL AGRICULTOR EN CURRIDABAT.  Se acusan las molestias que causa la celebración de la feria del agricultor en el lugar donde reside, se relacionan, de forma directa, con el derecho a la salud, por los problemas de desechos sólidos y malos olores atañen a la parte sanitaria, mientras que el del ruido –tanto aparatos de sonido, como vehículos, voces–, obstaculización del tránsito y molestias en general a las viviendas aledañas, se relacionan con el derecho a gozar de tranquilidad en su casa de habitación. Se indica que  la Municipalidad debe establecer una política integral de planeamiento urbano de acuerdo con la ley respectiva, que persiga el desarrollo eficiente y armónico de los centros urbanos y que garantice -al menos- eficientes servicios de electrificación, por esa razón, se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Curridabat,  proveer lo necesario para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se reubique la feria del agricultor de Curridabat, en un sitio que no cause molestias sanitarias ni a la tranquilidad de los habitantes del cantón. Asimismo, que, mientras no se efectúe el traslado, se coordine con el Ministerio de Salud y el Administrador de la feria lo necesario para disminuir las molestias señaladas. En cuanto al Ministerio de Salud, se declara sin lugar el recurso. CL
2012-06. DERRAME DE AGUAS NEGRAS. Acusa el recurrente que ha denunciado en dos oportunidades ante la Municipalidad de Alajuelita que desde hace ocho años se enfrenta con un problema de derrame de aguas negras en su comunidad, que se encuentra frente a la casa número O-32, Urbanización Tejarcillos, razón por la cual una vía de la calle queda obstruida. Que también frente a dicha alcantarilla se colocan una serie de lavadoras y refrigeradoras que obstaculizan el paso de los peatones y ponen en riesgo su vida al tener que transitar por la calle. Considera violentado su derecho a la vida, salud y libre tránsito. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Alajuelita, o a quien ocupe su cargo, proveer lo necesario para que, en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se ejecuten los trabajos de desobstrucción y reparación de la alcantarilla situada frente a la casa 0-32 de la Urbanización Tejarcillos. Si la solución integral del problema requiere de la participación de otras instituciones, estas deberán atender lo propio de sus competencias. Asimismo, se ordena al Alcalde dicho, disponer lo pertinente para que, de inmediato, sea reparado el hueco que cuadrillas municipales abrieron frente al parque sito entre el cruce de La Aurora y Tejacillos. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
1685-06. DENUNCIA. Acusan los recurrentes que a pesar de haber interpuesto múltiples denuncias por contaminación sónica y violación a su derecho de disfrutar un ambiente sano,  contra el negocio "Bar y Restaurante Stevens",  las autoridades recurridas no hacen nada al respecto y no han resuelto gestión de nulidad contra el permiso otorgado. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación a los artículos 21 y 50 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud Barranca, Región Pacífico Central del Ministerio de Salud o a quién ejerza ese cargo, que, dentro de tercero día, a partir de la comunicación de la presente resolución, ejecute las acciones concretas suficientes para poner fin, al problema de contaminación sónica provocado por el local denominado “Bar y Restaurante Stevens”, para lo cual deberán incluso habilitar las horas, solicitar el auxilio de la fuerza pública y, si fuera menester, interponer las denuncias correspondientes ante el Ministerio Público. En cuanto al Alcalde Puntarenas y el Jefe de Proximidad de Barranca, Puntarenas, se declara sin lugar el recurso. CL
1517-06. PROBLEMA DE BASURA EN LIMON. El Ministerio de Salud ordenó cerrar el actual relleno sanitario de la empresa Labor Cofinco, por cuanto según lo planteado el Gerente referido no cumple las mínimas normas de higiene y operatividad del relleno sanitario. Que actualmente la Municipalidad de Limón traslada de manera ilegal los desechos sólidos hasta el cantón de Siquirres, en vista de la falta de pago a la empresa Labor Cofinco. Lo anterior agrava el problema de basura en Limón, ya que debido a la distancia solamente se le está brindando servicio al casco central de Limón, dejando sin atención y servicio a varios sectores importantes de la población ubicados en las afueras de dicho casco central, donde se acumulan enormes cantidades de basura la cual queda expuesta durante días. Que además la falta de un lugar de disposición de los desechos sólidos, hace que operen botaderos de basura  clandestinos, situación que han denunciado hasta el cansancio sin lograr una solución al problema original. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Alcalde y el Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Limón de lo indicado en el último considerando de esta sentencia. Se ordena testimoniar piezas al Ministerio Público. SL
1475-06. PROBLEMA DE AGUAS NEGRAS. Alega la recurrente que tiene un problema de aguas negras con un vecino. Ha puesto la queja al Ministerio de Salud, pero no hacen nada al respecto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Edgar Marín Róger, Director del Area Rectora de Salud Sureste Metropolitana, o a quien ocupe su cargo, disponer lo necesario para que en el plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se investigue y ordene lo conducente para solucionar el problema sanitario que enfrenta la recurrente. CL
1498-06.  INUNDACION DE CALLES PÚBLICAS. Denunciaron problema de calles en Alajuela, que tienen aguas estancadas, que pueden generar en un problema de dengue; sin embargo, las autoridades no hacen nada por arreglar el problema. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Alajuela bajo pena de desobediencia, que en el término improrrogable de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, procedan a dar solución efectiva al problema de contaminación generado por el estancamiento de aguas en el Bajo Las Cañas de Alajuela. CL
1437-06. DENUNCIA CONTRA NEGOCIO POR CONTAMINACION SONICA. Contra discoteca que instalaron cerca de su casa, la cual genera mucha contaminación sónica, autoridades estatales no hacen nada por arreglar el problema a pesar de sus denuncias. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a: a) Al Director del Area Rectora de Salud de Naranjo, o a quien ocupe su cargo, que en el plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, verifique si el plan de confinamiento de ruido del establecimiento “Night Fever Dos” aprobado por el Ministerio se está cumpliendo. De no ser así deberá girar la orden sanitaria pertinente, a la mayor brevedad posible. En todo caso, deberá seguir ejerciendo controles, por lo menos mensuales, de la actividad del local, en relación con contaminación sónica; b) al Alcalde Municipal de Naranjo, se le ordena disponer, de inmediato, lo necesario para vigilar que el funcionamiento del establecimiento local en cuestión no perturbe la tranquilidad de los vecinos, tanto en cuanto a ruido, como al cumplimiento estricto del horario permitido. CL
1252-06. PERMISO PARA SEMBRAR HELECHOS. Acusa que A y A le dio permisos a empresa Follajes Naturales S.A. para la siembra helechos en Poás, pese a que la zona de retiro está a 100 metros, cuando según dictamen de la Procuraduría C-205-2001, debe ser a 300 metros. Señala que el permiso otorgado causa serios problemas ambientales. Se declara sin lugar el recurso, en el entendido que la norma del artículo 33 de la Ley Forestal no es la única disposición que define la extensión que requiere la protección del manto acuífero, todo conforme a lo que se previene en el último considerando de esta sentencia. SL
1239-06. CIERRE DE RELLENO DE RIO AZUL. Contra la solicitud de las Municipalidades a la Ministra de Salud, de extender la vida útil del relleno sanitario de río azul, el cual debía cerrarse el 16 de abril del 2004. Acusa que el acuerdo, no se les comunicó a los vecinos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en cuanto se dirige contra las Municipalidades de los Cantones de Curridabat y La Unión, el Ministerio de Salud, el Ministerio de la Presidencia y la Federación Municipal Regional del Este, por haber acordado la prórroga del Convenio de cooperación entre el Ministerio de Salud y las Municipalidades de La Unión y Curridabat para la administración del relleno sanitario de Río Azul hasta el 30 de setiembre de 2005 –lo que se anula en esta sentencia– sin contar con la autorización de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, ni haber elaborado un estudio de impacto ambiental con ese propósito. Se ordena a la Viceministra de Salud, o a quien ocupe su cargo, al Presidente del Concejo Municipal del Cantón de Curridabat y al Presidente del Concejo Municipal del Cantón de La Unión, o a quienes ocupen sus cargos, que adopten las medidas pertinentes para que, dentro del plazo improrrogable de seis meses a partir de la notificación de esta sentencia se realice el cierre técnico del relleno sanitario. En cuanto se dirige el recurso contra la Secretaría Técnica Nacional Ambiental se declara sin lugar.  CL
1241-06. PROBLEMAS AMBIENTALES QUE GENERAN PROYECTOS HABITACIONALES EN ESCAZU. Los recurrentes acusan que la  Municipalidad de Escazú y el Ministerio de Salud lesionan el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado de los amparados, vecinos de Escazú, porque conceden permisos de construcción de obras de gran magnitud, como el proyecto Valle del Tamarindo, autorizando la descarga de las aguas pluviales y las de la planta de tratamiento a la Quebrada Yeguas, que tiende además a desbordarse y de la que emanan aguas malolientes de color amarillento, sin de previo realizar un estudio hidrológico y de caudales a fin de determinar si la quebrada tiene capacidad de recibir esas aguas. Acusan además que la Municipalidad no ha dado solución definitiva a la denuncia del amparado, respecto al funcionamiento de la planta de tratamiento del condominio llamado El Cortijo, pese a que se constató que las aguas de la quebrada están contaminadas a consecuencia del mal funcionamiento de su planta de tratamiento. Finalmente acusan la infracción del derecho de petición y pronta resolución por la falta de respuesta a varias gestiones formuladas por los amparados ante la Municipalidad de Escazú. Se declara con lugar el recurso únicamente por la infracción del numeral 27 de la Constitución Política por parte de la Municipalidad de Escazú, por la respuesta tardía a la gestión formulada por la recurrente el 17 de diciembre del 2004. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. En cuanto a la violación del artículo 50 de la Constitución Política por el mal funcionamiento de la planta de tratamiento de aguas servidas del Condominio El Cortijo, esténse los recurrentes a lo resuelto en las sentencias 2005-6189 de las  14:41 horas del 25 de mayo del 2005 y Nº 2005-013810 de las 10:21 horas  del 7 de octubre del 2005. El Magistrado Armijo pone nota.  CL
1109-06. DESCARGA DE PESCADO EN MUELLES PRIVADOS. Contra descarga ilegal de pescado en muelles privados, sin supervisión oficial y efectiva. Aseguran que con ello, se provoca una matanza de especies marianas, como el tiburón y acusan que INCOPESCA no hace la labor de vigilancia que le corresponde. Impugnan además solicitud realizada por la empresa BLUEFIN SA para habilitar un muelle privado, para esos efectos. Se declara con lugar el recurso por las omisiones en que han incurrido el Estado y el Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura en sus deberes constitucionales y legales relacionados con la protección del ecosistema marino y el patrimonio hidrobiológico. Se ordena al Director General de Aduanas, Presidenta Ejecutiva de Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura y Director General de Navegación y Seguridad del Ministerio de Obras Públicas y Transportes que adopten de inmediato las siguientes medidas: 

a) Al Director General de Navegación y Seguridad del Ministerio de Obras Públicas y Transportes que no autorice el desembarque de ninguna nave pesquera, en muelles o atracaderos privados que no cuenten con instalaciones idóneas que permitan la presencia de autoridades nacionales que puedan fiscalizar el apego a las normas aduaneras, ambientales, económicas, etc., desde el arribo de las embarcaciones hasta su total descarga; de no contarse con muelles privados que cumplan con estas condiciones, la Dirección, únicamente, podrá permitir el arribo de estas naves en puertos oficiales.

b) Al Director General de Aduanas y a la Presidenta Ejecutiva de Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura se les ordena que de inmediato dispongan del personal y equipo necesario para cumplir con sus obligaciones de fiscalización respecto de la descarga de productos pesqueros en el país, según se indica en esta sentencia.

c) El Ministro de Ambiente y Energía deberá disponer del personal y equipo necesario para velar por el cumplimiento de la normativa ambiental vigente, mediante la estricta fiscalización de la descarga de productos pesqueros en el país en los muelles públicos o privados autorizados para ello.

d) Todas las autoridades mencionadas en los puntos a), b) y c) anteriores, deberían incluir, en su próximo proyecto de presupuesto, las previsiones necesarias para cumplir en forma plena lo ordenado en esta sentencia. La Contraloría General de la República y la Asamblea Legislativa deberán abstenerse de aprobar los presupuestos del siguiente ejercicio económico o modificaciones al presupuesto del actual ejercicio, si no contaren con partidas destinadas específicamente para acatar lo ordenado en esta sentencia, por parte de el ente y los tres órganos públicos mencionados.

ASAMBLEA LEGISLATIVA
2875-06. SANCION LEGISLATIVA. Contra informe legislativo que impone un sanción por 16 años a ex Vicepresidenta de la República, por manejo de fondos de Compensación Social. Se declara con lugar el recurso. Se anula respecto a la recurrente la recomendación contenida en el informe de la Comisión Legislativa Especial para investigar la Irregularidades en el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, Aprobado por el Plenario Legislativo en la sesión número 135 de 28 de febrero de 2000. CL
BANCARIO 
1255-06. NIEGAN APERTURA DE CUENTA DE AHORROS. En Banco Cuscatlán le niegan la apertura de cuenta de ahorros, por antecedente penal de 1997 y si no abre una cuenta en ese banco, lo despiden del trabajo. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota. CL
1034-06. LIMITE PARA OTORGAMIENTO DE CREDITOS QUE SE IMPONE A LAS MUTUALES Y SANCIONES POR SU INCUMPLIMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 1 y 8 del Reglamento “Línea de Crédito de Bienestar Familiar en las Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Préstamo. Se acusa que a las entidades financieras se les impone un tope máximo a la línea de crédito de bienestar familiar, entre un 20% y un 30% que antes no existía, y que es calculado sobre el saldo total de la cartera crediticia que cada mutual maneja; lo que es violatorio de derechos adquiridos que derivan de la autorización concedida por el BANHVI y es contrario al principio de irretroactividad de la ley. En relación con el artículo 8, se alega que  contiene tipos penales abiertos, en el tanto no especifica la conducta punible, y crea una sanción por Reglamento, con irrespeto al principio de reserva de ley. Se declara parcialmente con lugar la acción y en tal razón se anula el párrafo segundo del artículo 8 del Reglamento aprobado por la Junta Directiva del Banco Hipotecario de la Vivienda en sesión 19-2000, del 6 de abril del 2000, publicado en La Gaceta Nº 83 del 2 de mayo del 2000, que se denomina "Línea de Crédito de Bienestar Familiar en las Asociaciones Mutualistas de Ahorro y Préstamo", en cuanto dispone: “En caso de incumplimiento, por parte de alguna entidad, de los límites establecidos en este Reglamento, la entidad correspondiente deberá pagar una multa del 2% mensual sobre el exceso del monto autorizado en este Reglamento”. En lo demás se declara sin lugar la acción. CL Parcial
COLEGIOS PROFESIONALES

2448-06. LIMITAN ENTREGA DE FORMULARIOS PARA DICTAMENES MEDICOS. Manifiestan que como médicos debidamente incorporados al Colegio respectivo y en pleno ejercicio de su profesión, se han enfocado en la atención de pacientes que requieran que se les expida el certificado medico para obtener una licencia de conducir.  Los dictámenes médicos son elaborados en formularios que les vende el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica.  Debido a que ha aumentado la cantidad de personas que requieren la licencia de conducir, se presentaron ante la Gerencia Financiera Administrativa del Colegio recurrido, a fin de adquirir la cantidad de certificados que han estimado necesaria para atender a su clientela y realizar su trabajo.  No obstante, se les contestó que por una disposición de Junta de Gobierno del Colegio, según artículo IX de la sesión Nº2001-04-04 del cuatro de abril del dos mil uno, solo se les puede vender un máximo de cuatrocientos formularios, al ser el número que determinó la Junta de Gobierno del Colegio. Considera la Sala que limitaciones de este tipo sólo pueden hacerse por ley y no por acuerdo de Junta Directiva. Se declara con lugar el recurso.  Se anula el acuerdo tomado por la Junta de Gobierno del Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica en la Sesión No. 2001-04-04 del 4 de abril del 2001, artículo IX, inciso 2. CL 
1746-06. COBRO DE INCORPORACION A BACHILLERES.  Contra cobro arbitrario a bachilleres incorporados, en el Colegio de Psicólogos, para incorporarse como licenciados. Se aplicó el acuerdo de cobrar la diferencia en forma retroactiva. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica, o a quien en su lugar ocupe este cargo girar inmediatamente instrucciones para que se le devuelva a la recurrente el monto pagado en el recibo 200917 dentro del plazo de tres días a partir de la notificación de esta resolución.  CL
COMERCIO
2772-06. NO RENUEVAN PERMISO DE TRANSPORTE. Acusa el recurrente que los últimos 20 años, ha sido operador en la modalidad de permisionario, del servicio de transporte de estudiantes, Alajuela -Universidad de Costa Rica y viceversa. Indica que el de noviembre del  2003, presentó formal solicitud de renovación del permiso de transporte de estudiantes, para el periodo comprendido entre el 31 de diciembre del 2003 al 31 de diciembre del 2004, la cual fue rechazada, lo que considera violatorio del debido proceso, y pone a su empresa en un estado absoluto de indefensión, ya que, el mismo no se encuentra debidamente razonado o motivado. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se anula el artículo 4.7.1 de la sesión ordinaria N° 39-2004 del Consejo de Transporte Público, celebrada a las 16:30 horas del 03 de junio del 2004, por falta de fundamentación. Asimismo, se ordena al Presidente de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público, o a quien en su lugar ejerza el cargo, que resuelva como corresponda, y con la debida fundamentación. CL
2598-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PARA ELIMINAR CUOTA DE LOTERIA. JPSSJ lo citó para rendir declaración sobre cuota de lotería, sobre hechos que están  pendientes en vía penal. Esta Sala ha resuelto reiteradamente que en nuestro ordenamiento jurídico no resulta ilegítimo, ni siquiera fuera de lo ordinario, que un mismo hecho genere diversos efectos jurídicos. Por lo que un mismo hecho podría generar, a la vez, responsabilidad penal a cargo del amparado -si implica la comisión de un delito, así como responsabilidad en sede administrativa -si entraña la infracción de sus obligaciones como adjudicatario de una cuota de lotería-, sin que dicha situación sea violatoria del Derecho de la Constitución. Tampoco existiría obstáculo para que se tramite procedimiento administrativo para resolver sobre la infracción o no de las obligaciones del amparado, como adjudicatario de una cuota de lotería, por el simple hecho de que no se haya iniciado proceso penal o que tal proceso éste pendiente de resolución. RF
2794-06. REVOCATORIA DE PERMISO DE CABOTAJE. Acusa que le fue notificado el acto final en donde se revoca  un permiso de cabotaje de la ruta Puntarenas-Paquera y viceversa a Naviera Tambor, otorgado por el MOPT, dándole un plazo de 24 horas para apelar, lo cual es contrario a la Ley que otorga un plazo mayor y además no tuvo acceso a los un informe técnico final que corre agregado en el expediente, lo que considera que viene a conjuntar para su representada una lesión a su derecho al debido proceso. Se constataron las violaciones a los derechos alegados por la empresa, por lo que se declara con lugar el recurso, por violación al debido proceso. Se anula la resolución RRG-5391-2006 de las doce horas del tres de febrero de dos mil seis. Retrotráigase el procedimiento al momento de dictado de la misma. CL
2444-06. CONFIDENCIALIDAD EN REGISTRO DE PRODUCTOS. Que la empresa amparada registró ante el Programa de Registro de Agroquímicos del Ministerio de Agricultura y Ganadería. Que dentro de los registros obtenidos se encuentra el del expediente de "Cristal Pendi 40 EC",  que para completar dicho registro la amparada fue la única empresa que ha presentado como documentos confidencial el "Estudio completo de análisis de los componentes del producto Pendimentalina Grado Técnica". Que la elaboración de dicho documento  implicó todo un costo científico, tecnológico y económico. La información confidencial que se encuentra en el expediente citado, se encuentra protegida por los artículos 2, 6 y 8 de la ley número 7975 (Ley de información no divulgada) y responde principalmente a razones de competencia entre empresas. Se declara sin lugar el recurso. Los magistrados Calzada, Jinesta y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
2096-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO A EMPRESA POR PRÁCTICAS MONOPOLISTICAS.  Empresa Coca Cola acusa que la Comisión para Promover la Competencia ordenó la apertura de un procedimiento administrativo ordinario en su contra, por cuanto se les acusa de ejecutar actividades monopolísticas, sin que hayan quedado claramente establecidos los hechos que se le atribuyen; además, alegan que no existen elementos probatorios suficientes como para sustentar el procedimiento y no hay una relación de Coca Cola Interamerican Corporation con los hechos que se investigan. Considera la Sala que las autoridades recurridas no han colocado en indefensión a la empresa amparada, por lo que el recurso se desestima. RF
1809-06. OBLIGACION DE RENDIR GARANTIA IMPUESTA MEDIANTE REGLAMENTO A PRODUCTORES Y COMERCIALIZADORES DE CAFÉ. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 29585-MAG. Se establece para los comercializadores y productores de café, una garantía altamente cuantiosa para continuar en el mercado, que constituye una obligación impositiva para ejercer su actividad. Aseguran que es una imposición que debe establecerse por ley. Finalmente la normativa impugnada se considera violatoria del principio de reserva legal, que constituye una restricción ilegítima a la libertad de comercio. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional el artículo 2 del Decreto Ejecutivo número 29585-MAG de treinta de mayo del dos mil uno, en cuanto adiciona el artículo 5 bis al Decreto Ejecutivo número 28018-MAG de ocho de julio de mil novecientos noventa y nueve, que es el “Reglamento a la Ley sobre el Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café”. Esta sentencia tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en “La Gaceta” y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
1807-06. CCSS NO PAGA HONORARIOS A LOS ABOGADOS EN CASO DE DEUDAS INCOBRABLES. El accionante alega que el instructivo impugnado fue emitido y autorizado por la Gerencia de la División Financiera de la C.C.S.S.; no reglamenta ley alguna y entre otros aspectos, dispone que en los casos de deudas incobrables, el abogado externo de la C.C.S.S. debe renunciar a las costas personales del juicio y la Caja no pagará suma alguna por concepto de honorarios, sin tomar en cuenta que el Arancel de Profesionales en Derecho, reglamenta lo dispuesto en la Ley Orgánica del Colegio de Abogados en cuanto a los honorarios de los profesionales en Derecho, cuyas tarifas son de orden público y acatamiento obligatorio. Afirma que las disposiciones son absolutamente nulas, no sólo por contradecir en forma expresa la normativa ya citada, sino también por violar principios de equidad, justicia, razonabilidad y proporcionalidad que toda norma o acto debe respetar. Se determinó que la regla de que todo trabajo profesional debe generar honorarios no es de rango constitucional y en cuanto a los cuestionamientos sobre el instructivo, se señala que es un tema de legalidad que debe analizarse en vía contenciosa administrativa. Se declara sin lugar la acción en relación con la alegada infracción a los principios de razonabilidad y proporcionalidad constitucionales. Se rechaza de plano en lo demás. Los Magistrados Jinesta y Abdelnour salvan el voto y declaran con lugar la acción, con sus consecuencias, por violación al principio de razonabilidad y proporcionalidad. En lo demás coinciden con el voto de la Sala. SL Parcial

1591-06. COBRO DE SEGURO OBLIGATORIO A PROFESIONALES LIBERALES. Acusa el recurrente que en el mes de noviembre del dos mil cinco, se presentó en su consultorio privado un inspector de la Caja Costarricense de Seguro Social, solicitando que presentara facturas, estados financieros, libros contables y otros requisitos, para efectos de aplicación del seguro obligatorio por el ejercicio liberal de la profesión. Que luego se le notificó traslado de cargos, por parte de la Dirección de Inspección y el Programa de Trabajadores Independientes, caso número SICERE NO.1233-2006-00103, en que se le afilió de nuevo de forma obligatoria, a pesar de que ya cuenta con seguro obligatorio como asalariado. Se hace referencia a la sentencia 16404-05, en tanto señala que la inclusión obligatoria de los trabajadores independientes -como lo es el ejercicio liberal de una profesión- dentro del régimen de la Caja Costarricense de Seguro Social no es contraria a la Constitución y en esa materia el legislador tiene discrecionalidad, según reforma al artículo 44 de la Ley Constitutiva de la CCSS. RF
1592-06. CUOTAS DE CAÑA. Contra la distribución de cuotas de caña, porque cuando ingresa un nuevo productor, se les rebaja a los productores independientes y no a los ingenios. El artículo 74 de la Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar (Ley No. 7818 del 2 setiembre de 1998) regula específicamente, la forma en que se debe distribuir, entre los productores independientes,  el porcentaje que los ingenios deben adquirir de éstos y la constitucionalidad de dicho artículo, fue analizado mediante la sentencia número 2005-02826. RF

1376-06. VENDEDORES AMBULANTES. Contra Reglamento de Ventas Ambulantes de la Municipalidad de Puntarenas. Se les obliga a vendedores a demoler estructuras y quitarlas todos los días. RF 

1144-06. CIERRE DE NEGOCIO POR VIOLACION A LA INTIMIDAD DE LOS VECINOS. Se impugna la clausura de su negocio de lavado de autos –que funciona conjuntamente con un parqueo– y la negativa a conferirle viabilidad ambiental a la primera actividad dicha sin una razón específica. Asimismo, acusa que no se resolvió el recurso interpuesto. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación del derecho a la justicia administrativa pronta. Se ordena a LA Jefa del Departamento de Patentes de la Municipalidad de San José, o a quien ocupe su cargo: a) resolver en los cinco días siguientes a la notificación de esta sentencia la petición de patente del actor, con base en los lineamientos de esta sentencia, conciliando la libertad comercial del recurrente con el derecho a la intimidad de los vecinos del local; b) pronunciarse sobre el recurso de revocatoria presentado por el actor el 1º de diciembre de 2004 en los tres días siguientes a la comunicación de esta sentencia y, de ser necesario, tramitar el recurso de apelación a la mayor brevedad posible. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial.
CONTRATOS O LICITACIONES
1736-06. NULIDAD DE CONTRATO DE NAVIERA TAMBOR. Se acusa la anulación de un contrato administrativo suscrito entre la Municipalidad de Puntarenas y Naviera Tambor S.A. en 1993, dicha anulación la fundamenta la Municipalidad recurrida en el artículo 173 de la Ley General de Administración Pública y en un dictamen favorable de la Contraloría General de la República. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la violación al debido proceso, en consecuencia se anula el otorgamiento del plazo de 24 horas a Naviera Tambor en la resolución de las 13 horas del 31 de mayo del 2005 y todo lo actuado con posterioridad, ordenándose al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas, o a quien en su lugar ocupe este cargo, proceder a girar instrucciones para adecuar el procedimiento de forma tal que el plazo otorgado sea de tres días conforme lo prevé el párrafo primero del artículo 346 de la Ley General de Administración Pública. CL Parcial
1313-06. COBRO DE MULTAS. Empresa CONDICEL LIMITADA, acusa que el ICE le cobra multas convenidas en un contrato, sin mediar un procedimiento previo y que la institución ha rechazado las objeciones presentadas por la empresa con el criterio de que el cobro de las multas estipuladas en el contrato no requieren un debido proceso. Las argumentaciones del recurrente se fundamentan en que el ICE no las ha cobrado de acuerdo con lo previsto en el contrato, mes a mes; les ha otorgado un plazo de cinco días para cancelarla, en lugar de los diez días pactados, y amenaza la ejecución de la garantía de cumplimiento, aparte de otros extremos.  RP
1374-06. EJECUCIÓN DE GARANTIA. Manifiesta el recurrente, representante de Constructora MENA, que el CONAVI le notificó el inicio del procedimiento de ejecución de garantía, para lo cual le concedió el plazo de cinco días. Que en vista de lo anterior, su representada presentó lo requerido por el CONAVI, sin embargo mediante resoluciones R-DE-005-2006 de las 9:30 del 23 de enero del 2006 y R-DE-006-2006 de las 10:00 del 23 de enero de 2006, el recurrido le rechaza por extemporáneos los recursos presentados en contra de tales resoluciones sin entrar a analizar los argumentos propios de la ejecución de las garantías.  RF
1237-06. REFRENDO DE CONTRATO. Por licitación pública No. 01-2002 de la Municipalidad de Carrillo, se le adjudicó a su empresa la Compra de Servicios de Disposición y Tratamiento final de los desechos sólidos del cantón central de Carrillo; sin embargo, la recurrida no enviado a la Contraloría a refrendar el contrato. SL
1114-06. ANULAN ADJUDICACIÓN DE LICITACIÓN DEL ICE. ABENGOA. Se alega violación al debido proceso  por la anulación de una adjudicación en una licitación por parte de los recurridos y su readjudicación a otra empresa. ICE. Proyecto Hidroeléctrico Garabito. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

2711-06. NO ADMITEN A SUS HIJOS EN CENTRO EDUCTIVO POR DEUDA PENDIENTE. Labora en el Centro Infantil recurrido y en el mismo lugar tiene matriculados a sus hijos; sin embargo, se atrasó en el pago de las mensualidades, por lo que sin testigos y en forma verbal, le indicaron que no podía enviar a sus hijos al centro porque no se los iban a dejar entrar hasta que se pusiera al día en los pagos, situación que estima lesiva de los derechos de los amparados, pues si bien uno de ellos apenas está en maternal, el otro sí tiene un proceso en la institución, lo cual no puede someterse a este tipo de arbitrariedades por cuestiones económicas como si ello fuera responsabilidad de los menores. A juicio de este Tribunal Constitucional, los centros educativos privados no están obligados a brindar el servicio si el padre de familia no ha cumplido con la contraprestación pecuniaria a la que se ha obligado; sin embargo, sí se debe tener presente que la suspensión de los servicios educativos de manera alguna puede ser intempestiva ni arbitraria y en todo momento debe el centro -tomando en cuenta la naturaleza de la actividad que desarrolla- garantizar al educando que puede continuar con su formación educativa en otra institución, pública o privada, para lo cual debe facilitar al estudiante sus calificaciones y otros documentos necesarios para realizar la matrícula en otro centro educativo. En este caso, se dio una suspensión arbitraria del proceso educativo, sin darles oportunidad de trasladarse a otro centro. CL
2778-06. NO MATRICULAN ESTUDIANTE EN NINGUN COLEGIO ESTATAL POR FALTA DE CUPO. El amparado venía cursando octavo año en el Colegio Técnico Don Bosco, en el cual, bajó su rendimiento y se quedó tanto en las académica como en los talleres. Que este colegio, al ser semiprivado tiene como política no recibir alumnos que repitan y esto fue algo en lo que el amparado y ella estaban totalmente conscientes. Que en este momento tiene los documentos de traslado pero se ha encontrado con el problema de que en ningún centro educativo cercado a la zona donde residen tiene espacio para octavo año. Lo que se considera materia de amparo es la imposibilidad de matricular al menor en un centro público y llama la atención, que la Administración no tenga una vía expedita de solución a problemas como el que aquí se ha discutido. Por esta razón, el Ministerio de Educación Pública deberá efectuar, si es que no lo ha hecho, los ajustes necesarios con ese fin, y garantizar al menor amparado su matrícula en el Colegio público que le corresponda. Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ORDENA al Ministro de Educación Pública, que garantice al amparado, la matrícula para el curso lectivo del 2006 en el centro educativo y nivel académico que le corresponda, dentro de los términos expuestos en la parte considerativa de esta sentencia. CL
2297-06. NIEGAN CURSOS EN EL INA A EXTRANJERO. No le permiten llevar cursos en el INA, porque no tiene cédula de residencia, alega que se debe al hecho de ser extranjero. Se considera que no lleva razón el recurrente porque  legalmente su status migratorio es de turista, el cual le brinda únicamente la posibilidad de realizar esa actividad de turismo y por un plazo determinado, de conformidad con una ley de orden público, cual es la Ley General de Migración y Extranjería; esa limitación para los turistas no resulta contraria a la Constitución ni a los instrumentos internacionales sobre derechos humanos, como tampoco a la práctica de otros Estados. SL
2116-06. EXPULSION DE ESTUDIANTE. Expulsaron estudiante del INA, por llegadas tardías o ausencias. Alega falta al debido proceso. Esta Sala ha afirmado que en cuestiones como ausencias o llegadas tardías, que por ser éstos actos de mera constatación no es necesario dar una audiencia previa para proceder a imponer la sanción o la consecuencia negativa, a pesar de ello, en el caso concreto A pesar de ello, en este caso, sí se cumplió, con los principios mínimos del debido proceso, pues hubo previa comunicación de los hechos, se otorgó plazo para ejercer el derecho a la defensa, se fundamentó la reprobación del curso y se dio acceso al expediente. SL
2011-06. ATRASOS EN MATRICULA UNIVERSITARIA. Por problemas atribuibles a la UNED, no se le permitió hacer matrícula de materias que le interesaban. Se considera que el error en el record de notas no es imputable a la amparada, sino a la Universidad. Por el atraso en la matrícula, la Universidad debe asumir las consecuencias de ese error u omisión que retarda el proceso educativo de la amparada, o impide el adelanto de ese proceso, con lo cual, la Universidad violó el derecho fundamental de la amparada a la educación y el derecho a un servicio público eficiente. CL
2006-06. SANCION A ESTUDIANTE.  Acusa la recurrente que su hijo fue sancionado con falta de 8 a 10 puntos sin precisar cuantos porque ella no suscribió la comunicación que detalla una llegada tardía, sin que para firmarla haya un término, por lo que se ha impuesto a su hijo una sanción que no ha determinado previamente las razones de la ausencia de firma y sin poder recurrir la sanción explicando la falta o firmar la nota aceptándola. Se declara con lugar el recurso. Se anula el informe al hogar sobre faltas de conducta de fecha 23 de setiembre del 2005, y se ordena al Director de la Escuela Manuel Hidalgo Mora o a quien en su lugar ejerza el cargo, que se abstenga de incurrir en conductas similares a las que dieron pie para dictar esta sentencia estimatoria. CL
1759-06. POLITICAS DEL MEP SOBRE EDUCACION. Profesores del Colegio Los Cedros acusan irregularidades en el proceso educativo costarricense, porque el Ministerio de Educación pone en cada grupo hasta 45 estudiantes, junto a alumnos que necesitan adecuación curricular, para lo cual no están bien preparados los profesores y los alumnos no reciben una educación de calidad. Se determinó que no existen en los grupos de los recurrentes, personas con adecuación curricular significativa, además se advierte a las autoridades del MEP, que deben acatar lo dispuesto en el artículo 25 inciso 8) del Convenio Centroamericano Sobre Unificación Básica de la Educación. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota. SL
1664-06. MATRICULA. Alega que a pesar de haber cumplido con la prematricula, el día que llegaron a realizar la matricula el recurrido les indicó no contaba con cupo, violándosele el derecho a la educación a su hija. Se demostró que el recurrente no consultó con otros centros educativos cercanos a su vivienda.  SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
2733-06. ACCESO A INFORMACION PÚBLICA. Alega el recurrente que en noviembre del 2005 solicitó a la Jefe de Donaciones del Instituto Mixto de Ayuda Social, informes sobre vehículos donados, por cuanto él se dedica a la compra de chatarra y vehículos usados, motivo por el cual es de su interés la información gestionada.    Por su parte, la autoridad recurrida, si bien respondió la nota al amparado le denegó la información bajo el criterio de que dársela le otorgaría un privilegio indebido, con respecto a terceros que podrían tener algún interés en comprar posibles vehículos. Lo anterior,  amparado en el artículo 273 de la Ley General de la Administración Pública. Considera la Sala que la información solicitada por el recurrente no se encuentra dentro de los límites que establece el ordinal 30 de la Constitución Política, de forma tal que aunque se le contestó formalmente su gestión se configura en la especie una violación al artículo 30 de la Constitución Política, habida cuenta que tampoco es de aplicación el artículo 273 de la Ley General de la Administración Pública.  Obsérvese que el interés que ostenta el amparado es con miras al ejercicio de la actividad que ejerce para ganarse la vida, actividad que no es ilícita, de forma tal que la información que gestiona no le representa un privilegio indebido o una oportunidad para dañar ilegítimamente a la Administración ni a persona alguna.  Se declara CON LUGAR el recurso por violación al artículo 30 de la Constitución Política. Se ordena a la coordinadora del Proceso de Donaciones del Instituto Mixto de Ayuda Social, que de en el término improrrogable de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, le entregue al amparado la información solicitada sobre las entregas de los vehiculo donados al Banco Crédito Agrícola de Cartago, al Ministerio de Seguridad, Caldera y otros. 

2790-06. ACCESO A INFORMACION PÚBLICA. Alega el recurrente que solicitó a la Gerencia General de Correos de Costa Rica que se le informara sobre los estados financieros de dicha empresa en los últimos tres años; sin embargo, el Gerente General le contestó que no podría facilitarle la información por ser confidencial, dada la orientación empresarial que tiene Correos de Costa Rica como sociedad anónima. Lo anterior, estima la Sala resulta violatorio de lo dispuesto en el numeral 30 de la Constitución Política, toda vez que aun cuando Correos de Costa Rica fue creada bajo la modalidad de sociedad anónima, lo cierto es que su patrimonio y capital social le pertenecerán íntegramente al Estado, al tenor de lo dispuesto en el artículo 2 de la Ley de Correos. Por lo anterior, es claro que existe un evidente interés público sobre la forma que se manejen sus recursos, y en consecuencia, la información sobre los estados financieros de la empresa no puede ser catalogada como confidencial, según lo expresó su Gerente General al recurrente. Se declara con lugar el recurso por violación a lo dispuesto en el artículo 30 de la Constitución Política. CL
1979-06. NIEGAN INFORMACION MIGRATORIA A FUNDACION. Fundación de Ayuda al Inmigrante Nicaragüense, solicitó a Migración se  les permitiera tener acceso a las  resoluciones que sobre el otorgamiento o denegatoria de  permisos temporales mantienen en  sus archivos, pero mediante  oficio AJ-1564-2004-JM del veinte  de octubre del dos mil cuatro, la  Subdirectora General de Migración  deniega lo solicitado. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de la Subdirectora General de Migración y Extranjería Nº AJ-1564-2004-JM del 20 de octubre del 2004, que denegó la solicitud de la Fundación amparada y en consecuencia, se le ordena al Director General de Migración y Extranjería permitir el acceso de la Fundación Pro Ayuda y Desarrollo al Inmigrante Nicaragüense a la información que consta en el Archivo del Departamento de Permisos Temporales de esa Dirección General, previa discriminación de la información confidencial que conste en los expedientes administrativos. CL
1810-06. RESTRINGEN ACCESO A LA INFORMACION A DENUNCIANTE.  Planteó una denuncia ante la Caja Costarricense de Seguro Social contra dos funcionarios por violación a la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, Ley N° 8422, y su Reglamento.  Por oficio D-007-2005 el Supervisor del Area de Auditoría Operacional, en su condición de parte, por ser denunciante, se le comunicó que la denuncia había sido acogida y se iniciaría la investigación correspondiente.  El quince de noviembre pasado, solicitó al recurrido copia de todos los  documentos existentes en el legajo de investigación, a los cuales tiene acceso de conformidad con lo dispuesto en el artículo 8 de la citada ley.  Sin embargo, por oficio N° 43710 el recurrido le negó el acceso a la documentación solicitada, lo que estima viola sus derechos fundamentales. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Mora y Jinesta salvan el voto y disponen dar plazo para que se interponga acción de inconstitucionalidad contra el artículo 8 de la Ley Enriquecimiento ilícito. SL
1439-06. NIEGAN INFORMACION DE INTERES. Se alega la violación del derecho de defensa en un asunto disciplinario que se sigue en su contra. En primer lugar, porque se le denegó el acceso a documentación que consideraba necesaria para sustentar su posición, en lo relacionado con la prescripción de la acción disciplinaria, y, en segundo, porque no se le dio formal traslado en el Tribunal de la Carrera Docente para referirse a las faltas que se le atribuyen. Se declara con lugar el recurso únicamente por infracción del derecho de información en relación con el de defensa. En lo demás, se declara sin lugar.CL Parcial
DERECHO A LA SALUD

2161-06. ATRASOS EN REALIZACION DE EXAMEN MEDICO. Acusa que se le recomendó hacer un examen de mama y no lo hacen porque la máquina está en mal estado. Se considera que el desperfecto de una máquina puede originarse en factores totalmente imprevistos; no obstante, la administradora de los seguros sociales está en el deber de reaccionar con la rapidez que impone el cuidado de la salud de las personas. Tres meses de espera para volver a prestar un servicio de examen de imágenes no es razonable. Además, que la solicitud de una nueva cita haya tenido como resultado su asignación para diciembre de 2006 excede igualmente los límites temporales de una atención sanitaria regida por los más altos niveles de calidad, por lo que se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico, y a la Jefe a.i. del Servicio de Radiología e Imágenes Médicas, ambos del Hospital Dr. Max Peralta Jiménez, o a quienes ocupen sus cargos, reprogramar la cita de la actora, a la mayor brevedad posible. CL
1782-06. NIEGAN MEDICAMENTOS. La amparada ha sido tratada por la Caja Costarricense de Seguro Social, su médico tratante le ha recetado durante varios meses la pastilla conocida como Aprobel, para el control de la hipertensión. Que este medicamento produjo efectos favorables. Que sin embargo, a finales del mes de setiembre del año en curso, la Farmacia de la Clínica le suministró otra pastilla conocida como Irberzatan (genérico del Aprobel), la que le ha generado efectos secundarios en detrimento de su derecho a la salud, lo que incluso ha obligado a suspender el tratamiento. Que se explicó que por orden de la institución el medicamento Aprobel ya no sería suministrado y en su lugar se remplazaría por su genérico. Que la doctora le sugirió que adquiriera el medicamento en cualquier farmacia particular, pero ello no es posible en razón de su situación económica. Que mientras tanto el tratamiento de la amparada permanece suspendido. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Gerente de la División Financiera, Director General del Área de Salud Belén-Flores, Heredia, y Directora del Servicio de Farmacia de la Clínica Jorge Volio Jiménez, todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, girar las instrucciones y órdenes pertinentes para que a la amparada, se le suministre inmediatamente, el medicamento Aprovel, en la cantidad y dosificación indicada por su médico tratante, así como adoptar las medidas para garantizar su efectivo y continuo suministro a la amparada. CL
1808-05. LIMITE DE EDAD PARA LA PRESTACION DEL SERVICIO DE ORTODONCIA Y ORTOPEDIA EN LA CCSS. Acción de inconstitucionalidad contra de los artículos 2 y 5 del Instructivo que regula la prestación de los servicios de odontología para valorar y operativizar la atención de casos de ortodoncia y ortopedia de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se acusa que la normativa impugnada, discrimina a los pacientes en razón de su edad, por lo que no se está cumpliendo con la cobertura y acceso a la seguridad social,  derecho que debe ser igual para todos los costarricenses, con lo cual se  incumple con el principio cristiano de justicia social y solidaridad. Se determinó que este tipo de tratamientos tiene un alto grado de éxito, si la persona tiene cierta edad, según estudios clínicos debidamente fundamentados, señalan que la posibilidad de éxito es mayor cuando la persona no ha sobrepasado los 23 años. El Instructivo de la CCSS que se impugna, lo extiende hasta los 30 años, por lo que se declara sin lugar la acción. SL 

1728-06. AYUDA ECONOMICA.  La recurrente reclama que a pesar que el médico tratante de su hijo le recetó zapatos ortopédicos, las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social  se niegan a brindarle un subsidio para su compra, lo cual estima violatorio de su derecho a la salud, pues por razones económicas no puede adquirirlos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Médico del Hospital Escalante Padilla, bajo pena de desobediencia, que realice las gestiones necesarias para que en forma inmediata se faciliten los zapatos ortopédicos que requiere el amparado.  CL
1730-06. OPERACIÓN. El recurrente considera que a la amparada se le ha violentado su derecho a la salud por cuanto, debido a su padecimiento del corazón, requiere ser operada desde el año pasado y a la fecha lleva ya nueve meses en lista de espera del Hospital San Juan de Dios, además de que no ha vuelto a ser tratada desde mayo del 2005. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, o a quien ocupe este cargo que disponga lo necesario a fin de que coordine inmediatamente la programación de forma cierta y precisa de la fecha en que se le hará la intervención quirúrgica que la amparado necesita -según criterio de su médico tratante-. CL
1729-06. ENTREGA DE MEDICAMENTO. Autoridades de la CCSS se niegan a entregarle medicamento recomendado por su médico tratante. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, lo siguiente: a) suministrarle inmediatamente a la recurrente, el medicamento prescrito por su médico tratante, denominado Mesilato de Imatinib (Gleevec). b) atender de forma célere las recetas o solicitudes de suministro de medicamentos en casos de cáncer y tomar las respectivas medidas de urgencia, en coordinación, con la Dirección de Recursos Materiales y el Departamento de Almacenamiento y Distribución, todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, para adquirir suficientes existencias del fármaco Mesilato de Imatinib (Gleevec) y atender de modo continuo e ininterrumpido la demanda de dicho medicamento. 

1732-06. NIEGAN TRATAMIENTO MEDICO. Que desde hace más de un año, que su médico tratante le indicó que debía someterse a una operación de emergencia, a fin de extirparle una hernia que apareció a consecuencia de  una operación de apendicitis a la que fue sometida, sin embargo, aún no ha sido posible que se le fije fecha para la operación, bajo el argumento de que no hay espacios disponibles. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, o a quien ocupe ese cargo, disponer lo necesario para que inmediatamente se le brinde a la amparada, el tratamiento adecuado para su padecimiento de hernia post incisional abdominal post apendicetomía. El Magistrado Solano salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
1509-06. OPERACIÓN. Se recomendó una operación inmediata y no le ha sido programada. Se declara con lugar el recurso de amparo. Se le ordena a los recurridos, Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Director del Hospital San Juan de Dios,  tomar las medidas necesarias y girar las instrucciones pertinentes a fin de que el amparado se le brinde la atención médica y los medicamentos que requiere según su estado de salud y de conformidad con el criterio de su médico tratante; además, de conformidad con el criterio de éste si requiere ser intervenido quirúrgicamente, deberá practicarle, de inmediato, la operación, conforme al criterio de aquel profesional, salvo que ya se hubiese practicado la intervención quirúrgica al amparado en virtud de lo que se ordenó en la medida cautelar dictada en este proceso. CL
1150-06. MEDICAMENTO. Tiene problemas con el hígado y la CCSS no le da tratamiento que necesita. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Director General del Hospital San Juan de Dios, que proceda de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, para que inmediatamente a partir de la comunicación de la presente resolución, se le suministre a la recurrente el medicamento prescrito por el médico tratante.  CL
DERECHO DE PENSION

1993-06. SUSPENSION DE PENSION SIN DEBIDO PROCESO. La recurrente acusa que se le traspasó la pensión de su compañero en unión de hecho. No obstante, las autoridades recurridas suspendieron el pago de dicho beneficio sin haberle notificado resolución alguna al respecto. Estima la Sala que se incumplieron los recaudos formales y sustanciales del debido proceso. La Dirección Nacional de Pensiones, omitió poner  en conocimiento el recurso que presentó la madre del causante a la beneficiaria de la pensión, impidiéndosele por ende, proveer a la defensa de sus derechos. Aunado a lo anterior, la Sección Segunda del Tribunal de Trabajo del Segundo Judicial de San José, jerarca impropio en materia de pensiones, dispuso -sin enderezar el procedimiento en lo que respecta a dicha omisión- revocar el beneficio sucesorio otorgado a la amparada y en su lugar conceder el beneficio de la pensión a la madre del causante. Es evidente que las omisiones que en este sentido se produjeron, lesionaron los derechos fundamentales de la amparada. Por lo anterior, se declara con lugar el recurso, únicamente en lo que respecta a la acusada violación al derecho al debido proceso. En consecuencia, se anula el Voto de la Sección Segunda del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José Nº 443 de las 09:40 hrs. del 16 de febrero del 2004. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos. CL
1497-06. SUSPENSION DE PENSION.  Le suspendan el pago de pensión, después de más de 50 años de recibirla, para iniciar en su contra un procedimiento administrativo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Nº DNP-RE-6348-2004 de las ocho horas diez minutos del dos de abril de dos mil cuatro y, se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

2667-06. DESALOJO. Contra funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública, que ayudaron a un individuo privado a desalojar a tres familias con un total de dieciocho personas de un lote que ocupaban desde el 01 de enero último, ubicado en la Urbanización Martina Bustos en Liberia. Que a los desalojados no se les entregó ninguna resolución que justificara el desalojo en si, y no se les dio oportunidad alguna para que ejercieran su derecho de defensa y ofrecer contraprueba en violación al principio del debido proceso. Considera la Sala que el desalojo se hizo contra invasión en proceso, solicitada por el dueño del inmueble, por lo que no procede el amparo. SL 

2373-06. DAÑOS A LA PROPIEDAD POR DEPÓSITO DE AGUAS PLUVIALES.  Que los recurrentes son propietarios de dos inmuebles inscritos en Alajuela, ubicados en Calle Orozco del Distrito de San Rafael de San Ramón. Que por disposición y acción unilateral de la Municipalidad de San Ramón, se construyó un ducto y una caja de registro por medio de los cuales las aguas pluviales y las servidas de las viviendas ubicadas frente a las fincas de los reclamantes desfogan dentro de los terrenos de los amparados.  Que para proceder de la manera indicada, la Municipalidad de San Ramón no dictó ningún acto administrativo válido y eficaz, sino que simplemente les impuso esa carga arbitrariamente, por las vías de hecho.  Que en reiteradas oportunidades los recurrentes han presentado reclamos en ese sentido ante el señor Alcalde y ante el Concejo Municipal en pleno y se han constatado por parte de las autoridades estatales, el daño que se le está produciendo a las propiedades de los recurrentes, sin que se haya corregido la situación denunciada. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente en cuanto a la Municipalidad de San Ramón. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Consejo Municipal, que dentro del improrrogable plazo de un mes calendario contado a partir de la notificación de este pronunciamiento, realicen las gestiones que sean necesarias, dentro del ámbito de su competencia a fin de que, dentro de ese plazo, se soluciones el problema denunciado por los recurrentes. CL  Parcial
1797-06. CONVERSIÓN DE SERVIDUMBRE EN CALLE PÚBLICA SIN INDEMNIZACION. Reclaman las recurrentes que la servidumbre que pasaba por su propiedad fue convertida en calle pública por la Municipalidad de Escazú a partir de lo dispuesto en el nuevo Plan Regulador, sin que para ello se les haya indemnizado ni se haya realizado el procedimiento correspondiente, lo cual estiman violatorio de lo dispuesto en el numeral 45 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se restituye a las recurrentes en el pleno ejercicio de su derecho de propiedad. CL
1806-06. LIMITACIONES POR 15 AÑOS IMPUESTAS A TIERRAS ADJUDICADAS POR EL IDA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 67 de la Ley de Tierras y Colonización. Establece por plazo de quince años las limitaciones que se imponen sobre los fundos agrarios que el Instituto de Desarrollo Agrario adjudica para traspasarlo, gravarlo o subidivirlo sin la autorización de esa institución. Se considera que no es violatoria del derecho de propiedad que se reconoce en el artículo 45 constitucional, precisamente por responder a la especial naturaleza jurídica de los contratos de adjudicación de tierras, contrato típico del Derecho Agrario, que se ha sido reconocido por la jurisprudencia nacional. Se trata de verdaderas limitaciones de interés social, en tanto se asignan en atención a la vocación agrícola a que se destina el inmueble, conforme a los objetivos previstos en el artículo primero de la Ley de Tierras y Colonización, esto es, para la promoción gradual de la productividad y justa distribución de la riqueza, en tanto se reconoce en ella un destino específico –función social– al tenerla como un bien productivo, y que se traduce en un régimen que se califica como derecho-deber, para su titular. Ello implica que la estructura del derecho de propiedad agraria se encuentra integrada por deberes especiales, y en un modo particular de ejercer las facultades inherentes de la propiedad, en tanto su titular está obligado a destinarlo a la actividad agrícola, que precisamente sustenta su existencia. RF
1631-06. PARALIZACION DE CONCESIONES EN SANTA CRUZ. Contra paralización de concesiones en zona marítimo terrestre, en Santa Cruz, ordenadas por el MINAE y el SINAC, como parte de un trabajo sobre la clasificación de terrenos en la zona marítimo terrestre. SL
1661-06. INSTALACIÓN DE POSTE FRENTE A PROPIEDAD PRIVADA. Se impugna la reubicación de unos postes para el tendido eléctrico que está llevando a cabo el Instituto Costarricense de Electricidad, frente a la propiedad de los amparados, Condominio Marina Real sito en Playa Flamingo, en razón de un proyecto urbanístico que se está realizando cerca del mismo. Se demostró que se trata de obras de ampliación de la red telefónica, que por sí misma no representa riesgo alguno para la salud o integridad de los pobladores de esa zona o de ninguna otra en el país. Además se aclara que el uso de las aceras para la realización de esas obras, se consideraran de interés público y como institución autónoma del Estado Costarricense, ejercerá el derecho que éste tiene para usar, plazas, calles y demás lugares públicos, nacionales o municipales, con el objeto de establecer y aprovechar la red necesaria para el servicio de telecomunicaciones.  SL
1402-06. EXPROPIACIÓN. Alega que parte de su propiedad está destinado a carretera, según el Plan Regulador de la Municipalidad recurrida, la cual se niega acogerse a la Ley de Expropiaciones, por cuanto no cuenta con contenido económico para el pago, causándole esto un perjuicio al recurrente. SL
1214-06. DESALOJO. Contra desalojo de finca sometida a régimen forestal voluntario, que le notificó el MINAE sin debido proceso. En Pavón de Golfito. RF

1216-05. FALTA DE PAGO DE EXPROPIACION. Sobre terreno de su propiedad que está en las inmediaciones del aeropuerto Juan Santamaría, les comunicaron que sería expropiado y más de dos años después, no se les ha pagado la indemnización correspondiente. Se declara con lugar el recurso, por haberse impuesto a la amparada una limitación al ejercicio de sus derechos de propietaria, en contravención del artículo 45 de la Constitución Política. CL
DERECHO DE TRABAJO
2774-06. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Acusa que durante la instrucción del procedimiento disciplinario se le negó el acceso a su expediente administrativo, lo que implicó que no conociera las conclusiones que motivaron la sanción administrativa ordenada en su perjuicio. Además, cuestiona que la resolución en el que se le comunicó  la sanción carece de toda fundamentación. La investigación preliminar de los hechos, como lo es la indagación que hizo la Contraloría Universitaria, no necesariamente debe participar el investigado; no obstante, una vez iniciado el procedimiento disciplinario, sí debe cumplirse con el derecho de defensa garantizado por un debido proceso, lo que implica que no pueda tenerse por incorporada prueba recabada en la etapa de investigación sin que ésta vuelva a ser retomada en presencia del investigado y pueda participar en su recepción, ejerciendo su derecho de defensa interviniendo cuando lo considere pertinente. No obstante lo anterior, las resoluciones en donde se les impone la sanción impugnada, carecen de toda motivación. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Decano de la Facultad de Bellas Artes de la Universidad de Costa Rica,  anular los oficios FBA-221-05 y FBA-222-05, ambos del 29 de julio del 2005 Restitúyase a los recurrentes en pleno goce y ejercicio de sus derechos. CL
2765-06. DESPIDO DE INTERINO. En consejo de jueces del Juzgado Civil de Hacienda, se decidió no nombrarla en propiedad puesto que estaba y no darle más nombramientos interinos y, señalan que no le indicarán las razones de la decisión. Considera la Sala que si bien la recurrente no ostenta un derecho subjetivo a  seguir gozando de nombramientos interinos y el cese de su nombramiento obedeció a que la plaza que venía ocupando se asignó en propiedad a otro funcionario, lo cierto es que tiene derecho a que se motive la decisión administrativa de no brindarle más oportunidades laborales en el Despacho, por esa razón, se declara con lugar el recurso únicamente por violación al artículo 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Juez Coordinador del Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios,  que proceda de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, a fundamentar los motivos de la exclusión la amparada de su rol de nombramientos interinos en ese Despacho. CL
2650-06. IUS VARIANDI. Se acusa la violación, en perjuicio del amparado, de lo dispuesto en los artículos 39 de la Constitución Política, ya que al atribuirle que estaba negociando con una empresa, la producción de sueros antiofídicos, por lo que lo que condenan a pérdida de confianza, deslealtad y traición, fue despojado intempestivamente de su oficina, computadora, el personal que tenía a su cargo y sus funciones como coordinador de los laboratorios de investigación. Que todo ello de forma verbal y sin que se iniciara un procedimiento de investigación en el que le garantizara el ejercicio de su derecho de defensa. Se constata que al amparado no se le han modificado sus condiciones laborales jurídicamente establecidas. Si bien se tuvo por demostrado que la administración recurrida tomó la decisión de quitarle las llaves y el uso de una computadora con información confidencial al amparado, este Tribunal considera que son acciones que devinieron efectivamente de la falta de confianza que se generó entre el amparado y su superior. No se puede concebir como un derecho adquirido la confianza por parte del patrono, que amerite la apertura de un procedimiento, cuando no se está aplicando sanción alguna, siendo además una potestad de la administración el prever las medidas administrativas que considere pertinentes y resulten legales para resguardar los fines de la institución, como lo hizo en este caso. SL

2769-06. ELIMINACION DE PROHIBICION. Acusa la recurrente que desde enero del 2001 se le reconoció  un 25% por concepto de prohibición, luego, de de manera intempestiva le fue eliminado ese plus salarial, a partir del 1 de febrero del 2006, aduciendo que la Contraloría General de la República ordenó que a aquellos funcionarios a los cuales se les asignó el pago de esa prohibición, después del 1 de junio de 1995, se les debía eliminar. Que esto se dispuso luego de cuatro años, sin seguir un debido proceso y darle las explicaciones correspondientes para poder ejercer su derecho de defensa. El recurso se acoge en cuanto a la actuación del Instituto de Desarrollo Agrario, pues fue la autoridad que omitió realizar el procedimiento respectivo, sin que se observe violación alguna por parte de la Contraloría General de la República, la cual se limitó a detectar la irregularidad existente. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula la resolución PE-131-2006 de las doce horas quince minutos del dieciocho de enero de dos mil seis, mediante la cual la Presidencia Ejecutiva del Instituto de Desarrollo Agrario ordenó la eliminación del complemento salarial del veinticinco por ciento a la recurrente. Restitúyase a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL 

2597-06. TRASLADO. Contra traslado de la Escuela Judicial a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública. Alega falta al debido proceso. El traslado efectuado, tal y como lo reconoce la amparada, lo ejecuta el Consejo Superior del Poder Judicial en pleno uso de las facultadas otorgadas en el artículo 81, inciso 6), de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  Así las cosas, ello no puede estimarse como lesivo de sus derechos fundamentales. La única manera que la actuación del empleador resulte violatoria de esos derechos, es cuando sobrepase el parámetro de discrecionalidad del ius variandi, y eso sucede cuando aquél realiza cambios esenciales en las condiciones laborales de los trabajadores, lo cual no se verifica en el caso concreto de la recurrente.  RF
2633-06. SANCION A PERITO DEL PODER JUDICIAL. Contra sanción impuesta a notario, que es perito en el Poder Judicial. Se alega falta al debido proceso. Se considera que no lleva razón el recurrente, por cuanto fue demostrado que le fue debidamente permitida por parte de las autoridades recurridas, el derecho de defensa. SL
2644-06. INTERINO POR INTERINO. Contra nombramiento de otra persona en el puesto que ocupaba en forma interina en la UNA.  Aducen que su contrato es a plazo fijo. Se constató que parte de los cursos se dejaron de impartir, porque se determinó descontinuarlos y los cursos que persistieron, están siendo impartidos por profesores que están en propiedad.  SL
2816-06. DESPIDO DE MUJER EMBARAZADA. Despiden a fiscal embarazada en el Ministerio Público. La Sala considera el amparo se encuentra prescrito, ya que al presentar la recurrente el amparo ocho meses después de su despido, existe un consentimiento tácito del acto impugnado, por lo que de conformidad con el artículo 35 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.   Se rechaza de plano el recurso. Los Magistrados Armijo, Jinesta y Rodríguez salvan el voto y ordenan darle curso al amparo. RP

2867-06-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA MAGISTRADO SUPLENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Se impugna procedimiento administrativo en contra de Magistrado Suplente del TSE, por problema con licitación de sistema informático de cédulas de identidad. Se alegan violaciones al debido proceso, entre otros aspectos, señala la reducción drástica del plazo para recurrir el acto final,   considera que resulta improcedente que se le haya impuesto una sanción disciplinaria de amonestación escrita, no sólo porque desde el veinticuatro de mayo del dos mil cuatro presentó su renuncia al cargo de Magistrado Suplente, sino porque a través de los años sólo participó de manera intermitente, en siete sesiones en que se trató el tema de la ejecución del contrato suscrito con la empresa Unisys de Centroamérica Sociedad Anónima.  Se declara sin lugar el recurso salvo en lo que se refiere a la reducción del plazo para interponer el recurso de reposición que corresponde contra el acto final. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Mora, Calzada, Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el amparo por una incorrecta imputación de los hechos y concurren con el voto de mayoría en cuanto a la reducción del plazo para interponer el recurso de reposición correspondiente. SL
2874-06. NOMBRAMIENTO DE JUECES DEL TRIBUNAL REGISTRAL ADMINISTRATIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 20 de la Ley de Procedimientos de Observación de los Derechos de la Propiedad Intelectual No. 8039, Acuerdo firme No. 118, del 23 de agosto del 2005 de la Ministra de Justicia. Se impugna la destitución de los jueces del Tribunal Registral Administrativo, los cuales son nombrados políticamente cada cuatro años, por Ministro de Justicia. Considera la Sala que el Tribunal Registral Administrativo, es un órgano inmerso dentro de la estructura del Poder Ejecutivo, en este caso, en el Ministerio de Justicia y Gracia, al que se le asigna una competencia concreta, pero que sigue siendo dependiente  del jerarca del ente al que pertenece, todo lo anterior, de conformidad con el artículo 83 y 102 de la Ley General de la Administración Pública. Por lo cual, resulta absoluta y evidentemente impropia la equiparación del Tribunal Registral Administrativo a los orden jurisdiccional que pretenden los accionantes. Al tenor del artículo 111.1 de la Ley General de la Administración Pública, se deriva como elemento fundamental de una relación de empleo público el nombramiento formal del servidor mediante acto válido y eficaz, que pone en movimiento la relación de trabajo con todos sus derechos y obligaciones correspondientes, y en virtud del cual, el servidor queda sujeto a una relación de sujeción especial frente a la Administración. De manera que, al ser funcionarios públicos, su nombramiento queda sujeto a las reglas y principios constitucionales que rigen el acceso a los cargos públicos, entre los que destacan la escogencia por idoneidad comprobada, la estabilidad en el cargo y el acceso en condiciones generales de igualdad. En razón de lo anterior, se considera que el artículo impugnado no guarda ninguna contradicción en sí mismo, y es absolutamente conforme con el Derecho de la Constitución. En cuanto al acto concreto de designación de los nuevos jueces, se rechaza de plano el recurso. RF
2451-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO POR NEGARSE A FIRMAR CONTRATO DE ESTUDIOS.  Alega el recurrente que el MOPT le obliga a firmar un “Contrato de Estudios” para recibir un curso de capacitación que se imparte en tiempo laboral y como se ha negado le iniciaron un procedimiento administrativo. Se declara  parcialmente con lugar porque se comprueba una violación al principio del debido proceso en cuanto a la falta de fundamentación de la resolución que da inicio al procedimiento  y en la resolución que declara sin lugar el recurso de revocatoria, no se entraron a analizar los aspectos de fondo alegados. Se declara PARCIALMENTE con lugar el recurso y se anula la resolución que ordeno el traslado de cargos dictada al inicio del proceso, por no ser claro, preciso y circunstanciado (F.92). En lo demás se declara SIN lugar el recurso por tratarse de cuestiones de legalidad. CL Parcial
2442-06. DESPIDO. EXPEDIENTE MEDICO COMO PRUEBA. Se impugna investigación administrativa comunicándosele despido sin responsabilidad patronal.  Señala que se le involucra en el uso  indebido de  una incapacidad y los accionados, para obtener la prueba correspondiente, irrumpieron en la sección médica de la Inspección Policial y obtuvieron copias de su expediente personal, de manera que se ha dispuesto sancionarlo utilizando para ello prueba espúrea en clara trasgresión a los postulados del debido proceso, que han sido irrespetados por los accionados. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso, anulan el acto de despido y ordenan la reinstalación de la recurrente. SL
2395-06. ACCESO A INFORMACION DE CONCURSANTES PARA PUESTO EN EL INS. El recurrente estima que las autoridades recurridas han lesionado sus derechos fundamentales, en virtud de que ante su solicitud de información sobre los atestados de los otros candidatos al concurso de contratación para el puesto de Médico de Emergencia de la Dirección de Bomberos del Instituto Nacional de Seguros, en el cual él también es concursante, se le niega de forma absoluta, sin tomar en cuenta el carácter público que revisten los mismos al tratarse de un concurso público y sin darle la posibilidad de controlar la legalidad o procedencia de lo resuelto y por ende de ejercer la legítima defensa de sus derechos e intereses. Se hace referencia a la sentencia 8792-05, sobre el acceso a la información pública y se determina que sin fundamento alguno, se le negó al recurrente información de su interés. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto se dispone que la denegatoria de acceso a los atestados solicitados por el recurrente viola el derecho reconocido en el artículo 30 de la Constitución Política, con excepción de aquellos documentos de carácter privado y confidencial que caigan bajo la tutela del artículo 24 constitucional. CL 

2117-06. ELIMINACION DE PLUS SALARIAL DE ZONAJE. Alega falta del debido proceso en la eliminación del beneficio de zonaje que venía disfrutando desde hace 15 años en el Consejo Nacional de Producción.  Se demostró que la recurrente había tenido amplia oportunidad de ejercer su derecho de defensa, en observancia del debido proceso.  Sobre si el pago de zonaje que tenía mucho tiempo de recibir, es un derecho adquirido, se consideró que se trata de un plus salarial cuyo pago procede, si de dan las circunstancias que establece la normativa aplicable. SL
2124-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA ALCALDE MUNICIPAL. Alega el recurrente que es Alcalde Municipal y que la Contraloría inició en su contra un  procedimiento administrativo, que le fue notificdo cuando estaba fuera del país, dejándolo en total indefensión. Sobre los problemas de notificación del auto inicial esta Sala ha establecido que es un asunto ajeno al ámbito de competencia de esta Jurisdicción siendo ante el órgano que tramita el proceso disciplinario que interesa donde deberá alegarse la nulidad de la notificación que impugna. Además,  en la resolución que deniega el incidente de nulidad de notificación, se exponen las razones de hecho y derecho, refutándose el principal argumento del amparado en cuanto a que la notificación debía ser personal y el recurrente ha tenido a su alcance la posibilidad de impugnar las actuaciones del órgano director del procedimiento, tal y como se desprende de los hechos tenidos por probados. SL
2155-06. DESPIDO DE FUNCIONARIO MUNICIPAL SIN DEBIDO PROCESO. Contra despido sin debido proceso en su contra, en la Municipalidad de Aserrí. Se constató la absoluta  falta de motivación del acto de despido y la inexistencia de un procedimiento en el cual el amparado pudiera de previo ejercer su derecho de defensa. Por lo anterior, se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio MA 291-05 de 18 de abril del 2005 del Alcalde Municipal de Aserrí y se ordena restituir al amparado como Promotor Social "Profesional Municipal 1", por medio tiempo, en forma inmediata. CL
1992-06. VIOLACION AL DEBIDO PROCESO EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA.  Se indica que se sigue en la Contraloría General de la  República con motivo de la  administración del Programa de  Reconversión Productiva, un procedimiento administrativo en contra de los amparados. Se  planteó recusación en contra del Contralor General de la República  en virtud de haber externado en  una Comisión de la Asamblea  Legislativa, a propósito del  Fideicomiso FIDAGRO, su criterio  en cuanto a que existe mal manejo  de fondos en dicho programa. Que el Contralor  General será la instancia de decisión final respecto de las  responsabilidades que se  pretenden sentar en los  procedimientos, incluida la  determinación de las sanciones  concretas a imponer. Que fue rechazada la recusación, con base en un informe interno, al que no se le dio acceso. Se considera que sobre los informes internos que son base de resoluciones administrativas dentro de un proceso, deben ser notificados a las partes.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el quebranto al debido proceso. En consecuencia, se le ordena a la Contralora General de la República o a quien ejerza ese cargo, que -dentro de los ocho días siguientes a la notificación de esta resolución- notifique a los amparados el Oficio No. Co-424. CL Parcial 

2009-06. ATRASOS EN LA ENTREGA DE ORDEN PATRONAL. Alega la recurrente que desde el año 1999 trabaja para el MEP y tiene problemas con las órdenes patronales, por lo que no puede sacar ningún crédito. La Sala ha indicado que independientemente de los argumentos ofrecidos por los recurridos, las instituciones accionadas están en el deber de velar porque la Tarjeta de Comprobación de Derechos u “orden patronal” sea entregada a los asegurados, con el fin de que éstos puedan utilizar los servicios de salud que brinda la CCSS, y –en caso de requerirlo- puedan efectuar el cobro de prestaciones económicas. Además, este Tribunal ha señalado consistentemente que los errores y retrasos administrativos no pueden trasladarse al administrado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador del Sistema Centralizado de Recaudación del Ministerio de Educación Pública que proceda a resolver los problemas que presenta la recurrente con la emisión de sus órdenes patronales. CL
1950-06. REVOCATORA DE NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. La nombraron en propiedad en el Hospital San Juan de Dios, posteriormente le indican que fue revocado su nombramiento. Se considera que la anulación o revisión de oficio de los actos administrativos favorables o declaratorios de derechos para el administrado constituye una excepción calificada a la doctrina de la inderogabilidad de los actos propios, en los que la regla general es que la Administración Pública observe los requisitos formales y sustanciales establecidos en el procedimiento de lesividad y en la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de la Ley General de la Administración Pública puesto que ello es una garantía para el administrado. Por lo anterior, se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acto administrativo mediante el cual se revocó el nombramiento en propiedad del amparado que consta en la acción de personal No. 0422758D del 22 de agosto del 2005. CL
2048-05. SUSPENSION LABORAL ORDENADA POR JUEZ PENAL. Los recurrentes acusan que en causa penal que se tramita en contra, el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José ordenó imponerles -entre otras medidas cautelares- una suspensión en el ejercicio del cargo por el lapso de un mes; sin embargo, la Caja Costarricense de Seguro Social dispuso que la medida se aplicará sin goce de salario, a pesar de que la autoridad judicial no indicó concretamente la forma de ejecutar la medida. Consideran que esa decisión es arbitraria y lesiva de sus derechos. Se consideró que el investigado en un proceso penal goza de la presunción de inocencia, y por tal motivo, no puede la autoridad recurrida como patrono, imponer anticipadamente los efectos de una eventual condena ni trasladarlos a su familia que necesita subsistir mientras se tramita el proceso. Por lo anterior, salvo que el juez ordene lo contrario, la suspensión debe realizarse con goce de salario. Se declara con lugar el recurso por la suspensión sin goce de salario ordenada contra los amparados. En consecuencia, se anula el oficio número D.J.-1857-2005 del veintidós de abril de dos mil cinco, en tanto se ordenó la suspensión de los amparados sin goce de salario, toda vez que es la autoridad judicial quien debe determinar si la medida cautelar es o no con goce de salario. Los Magistrados Armijo y Abdelnour concurren con el voto de mayoría pero dan razones diferentes. El Magistrado Solano salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

1739-06. NIEGAN ACCESO A LA INFORMACION PARA DEFENSA EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. La recurrente interpone recurso de amparo contra el INAMU y manifiesta que en su contra se siguen dos procesos administrativos disciplinarios, en razón de lo anterior, se le dictó suspensión de su cargo por dos meses. Que tal disposición se tomó aun cuando el Reglamento Autónomo del INAMU establece un máximo de un mes para prorrogar la suspensión. Indica que solicitó a la Junta Directiva información en relación a las actas que consideró podrían ser de interés para ejercer su derecho de defensa en los procedimientos encausados en su contra. Que mediante oficio número S.J.D.-122-2005 del 6 de diciembre del 2005, la Secretaria Ejecutiva de la Junta Directiva del Instituto recurrido le comunicó que parte de la información requerida no podía ser suministrada en virtud que haber sido declarada confidencial hasta tanto no sean resueltos acuerdos en ella ordenados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres o a quien ocupe el cargo, que en el término improrrogable de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, le suministre a la recurrente copia del acta de las sesión 36-2005 de la Junta Directiva, en los términos que se indicó, solicitada por la amparada el 06 de diciembre de 2005. CL
1634-06. DESPIDO DE SINDICALISTA. Se acusa que en el procedimiento administrativo incoado por la Municipalidad de Desamparados, que finalizó con la orden de despido en contra del amparado, se violó el debido proceso en razón que no les fueron debidamente imputados los hechos acusados, no se les respetó la audiencia ante la Junta de Relaciones Laborales y el Ministerio de Trabajo, lo que constituye una persecución sindical; por otra parte, señala que el Reglamento interior no  fue aprobado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ni fue comunicado a los funcionarios y tienen derechos adquiridos por cuanto el anterior reglamento otorgaba un termino de cinco minutos para el conteo de llegadas tardías. Se analizan los alcances del fuero sindical, se demostró que no hubo violación al debido proceso y se indica que la normativa que les fue aplicada estaba vigente. SL
1401-06. REBAJO DE SALARIO. Contra rebajo de varios plus salariales sin debido proceso en Aviación Civil. –Controladores aéreos-. Alegan falta al debido proceso. SL
1512-06. CONDICIONES DE TRABAJO. Funcionario del Tribunal de Juicio de Turrialba acusa que el Poder Judicial no le da los implementos necesarios para problema de columna que padece, a pesar de las gestiones realizadas y sin tomar en cuenta que tiene un problema de salud delicado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe del Departamento de Seguridad y Salud Ocupacional del Poder Judicial, que deberá brindar al amparado el mobiliario ergonómico recomendado, dentro de un término de quince días hábiles, contados a partir de la notificación de esta resolución. Al efecto, se ordena al Jefe del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial que concrete la compra de ese  mobiliario ergonómico dentro del mismo plazo.  CL
1395-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra procedimiento administrativo en su contra, con base en un informe de auditoria, sobre el cual no se les dio debido proceso. SL
1371-06. PAGO DE AGUINALDO A REGIDORES. Acusan que a Regidores no se les pagó aguinaldo en la Municipalidad de Alajuela y se les ordena devolver el que se les pagó un año antes. RF
1369-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra procedimiento administrativo contra el Director del Hospital Calderón Guardia, acusa que se violentó el plazo establecido para poder iniciar dicha causa, por lo que alegó la excepción de prescripción, la que se le fue rechazada sin fundamento legal alguno, lo cual estima violatorio de su derecho de defensa y debido proceso.  RF

1446-06. CESE DE NOMBRAMIENTO. La recurrente reclama que después de haber participado en el concurso para puestos docentes interinos de Educación para el Hogar en la Dirección Regional de Limón, en el cual fue nombrada como profesora de Educación para el Hogar en el Liceo de Matina con veinte lecciones, la Directora del centro educativo le indicó que las lecciones habían sido asignadas a otra funcionaria y no le permitió trabajar; fue desplazada por una profesora interina y, finalmente, el Ministro ordenó el cese de su relación laboral por renuncia tácita, sin fundamento legal alguno. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se dispone la anulación del cese de interinidad dictado por el Ministro de Educación Pública en perjuicio de la amparada mediante resolución número 896-2005 de 9:00 hrs. de 31 de mayo de 2005 y la acción de personal que lo ejecuta número 2442414; para todos los efectos legales, el nombramiento de la amparada no ha perdido eficacia alguna. CL

1108-06. CONDICIONES DE TRABAJO EN EMPRESA PRIVADA PARA MUJER EMBARAZADA. Contra empresa privada que le impone horarios para ir al baño, sin tomar en cuenta su estado de embarazo. Se declara sin lugar el recurso en el entendido de que la empresa respeta la dignidad humana de la amparada, así como las consecuencias de su estado de gravidez. SL
1056-06. SANCIONES. Contra sanciones impuestas por llegadas tardías, sin debido proceso. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso. SL 

1110-06. TRASLADO. Se acusa que fue separado temporalmente al amparado del cargo de Subdelegado de Tránsito de Limón, mientras se concluía el Diagnóstico solicitado por el Director General de la Policía de Tránsito, o hasta que él lo estimara pertinente. Que a consecuencia de lo anterior, se le comunicó que debía reintegrarse a la Delegación Central de la Policía de Tránsito de San José. Considera que los actos impugnados resultan contrarios a la garantía del debido proceso, no sólo porque no se motivan las causas que sustentan esa decisión, sino porque además, si lo que se pretendía imponerle era una medida cautelar anticipada al inicio de un procedimiento administrativo, lo cierto es, que han transcurrido más de dos meses desde que se dispuso su traslado -que además, estima contrario al ius variandi, pues se le traslada a un puesto de menor categoría, en el que devengará un salario menor y que además, no está destacado en la misma área geográfica, pues se le traslada de Limón a San José (folios 11 y 12 del expediente), sin que a la fecha se haya iniciado dicho procedimiento y sin que conozca cuáles son las causas que motivan el acto impugnado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el cese del nombramiento como Subdelegado Cantonal de la Policía de Tránsito de Limón y su traslado a la Delegación de la Policía de Tránsito de San José. CL
1030-06. MEDIDAS CAUTELARES EN VIA ADMINISTRATIVA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 67 y 68 del Estatuto de Servicio Civil. Suspensión de servidor o su traslado temporal a otro puesto, por presuntas faltas, se aplican medidas cautelares, sin iniciar el procedimiento administrativo. RF
DERECHO PENAL
2830-06. PLAZO DE DETENCION EN PROCESO DE EXTRADICION. Alega el recurrente que fue juzgado en ausencia en el Estado de Panamá por haber sido vinculado al fusilamiento de 9 oficiales panameños que se alzaron en armas para derrocar a Manuel Antonio Noriega. Además, aunque el artículo 9 inciso b de la citada Ley de Extradición  prescribe que mientras se tramita la extradición, el imputado será detenido preventivamente únicamente por dos meses, lleva más de tres meses y medio sin que se determine interlocutoriamente la negación de la extradición. En reiteradas ocasiones esta Sala ha dicho que el término de dos meses que como plazo de detención establece el artículo 9 inciso b) de la Ley de Extradición vigente es un término ordenatorio y no perentorio, de modo que aún cuando dicha detención se prolongue más allá de aquel plazo, por sí solo, no constituye una privación ilegítima de libertad, máxime si esa dilación se ha dado, precisamente, en resguardo del derecho de defensa, en virtud de las gestiones de diversa índole que realice el defensor del extraditable. Asimismo, la complejidad del asunto podría, eventualmente, justificar la prolongación de la detención del extraditable más allá de los dos meses, término que no resultaría ilegítimo ni arbitrario en tanto no se prolongue más allá de un plazo razonable" (ver en idéntico sentido sentencias número 4653-96 de las nueve horas y cuarenta y ocho minutos del seis de septiembre de mil novecientos noventa y seis y número 5319-96 de las nueve horas y quince minutos del once de octubre de mil novecientos noventa y seis). SL
2864-06. REVISION DE LA PRISIÓN PREVENTIVA DURANTE LOS TRES PRIMEROS MESES. Abogado defensor de imputado acusa que juez no revisa medida cautelar de prisión preventiva que solicitó. Se desprende del mismo memorial de interposición, que no ha transcurrido no ha transcurrido el plazo para revisar la medida. Esta Sala en reiteradas oportunidades ha dicho que esa disposición no es una norma rígida, sino que debe aplicarse siempre que las circunstancias no hayan variado, en cuyo caso el juez está facultado para revocar la prisión preventiva aún antes del plazo de tres meses desde que se acordó. Esta revisión la puede realizar el juez de oficio o a petición de parte; no obstante, si el interesado o su defensor presentan una solicitud de sustitución de medidas cautelares antes de haber transcurrido el plazo establecido en el artículo 253, el juez bien puede rechazar la gestión ad portas si estima que las circunstancias no han variado y, por ende, debe mantenerse la privación de libertad del acusado. Con ello en modo alguno se lesiona el debido proceso o el derecho de defensa, pues se trata de la procedencia o no de la libertad del encartado en atención a los fines del proceso, lo que, de ninguna manera, prejuzga sobre su responsabilidad penal o limita su defensa en relación con la acusación y los hechos que se le atribuyen. Al defensor no se le está impidiendo presentar la solicitud de sustitución de la medida cautelar, pero ésta resulta improcedente si se presenta antes del vencimiento del plazo de tres meses posteriores a la fijación de la prisión preventiva del indiciado, siempre que las circunstancias que la motivaron permanezcan, procediendo por ello su rechazo. RF
2872-06. LEGITIMACIÓN DE CAPITALES. NORMA PENAL EN ABIERTA. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 69 de la Ley 8204.Se impugna el artículo 69 de la Ley  sobre estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas, número 7786. A juicio del accionante se trata de un tipo penal amplio e impreciso, lo cual vulnera el principio de tipicidad previsto en el artículo 39 de la Constitución Política y además, por tratarse a su juicio de un “tipo de peligro formal” que sanciona actos preparatorios. Se indica que, si bien es cierto no todas las conductas sancionadas se encuentran absolutamente descritas en la literalidad de la norma, lo cierto es que pueden delimitarse por criterios objetivos  que hacen que la interpretación no dependa de la entera subjetividad del aplicador de la norma. Los verbos definitorios  de la conducta penal están previstos en el tipo penal. Por lo demás, conforme se ha señalado, la necesaria utilización del idioma y sus restricciones hace que en algunos casos no pueda lograrse el mismo nivel de precisión. En estos casos es común la técnica legislativa -que para la Sala resulta ajustada al orden constitucional- de la ejemplarización, que pretende evitar una extensión arbitraria del tipo penal. De manera que no se deja en libertad al juzgador para que éste decida por encima del legislador, sino que se establecen parámetros definidos que hacen que no resulte vulnerado el principio de legalidad. Por otra parte se señala que toda conducta penalizada ha de tener como objetivo la protección de un bien jurídico determinado, el legislador tiene la facultad de diseñar las normas penales conforme considere se adaptan mejor a la naturaleza del bien que se pretende tutelar y de acuerdo con los fines que le ha asignado a la pena y al derecho penal en general, los cuales, pueden ser no sólo retributivos, sino también preventivos. Analizada la norma a la luz de los principios de legalidad criminal, tipicidad penal y lesividad, junto a las sentencias de la Sala Constitucional números 10-99, 218-06, 10415-03 y 1877-90, se concluye que la acción debe ser rechazada por el fondo, al considerar que la norma cuestionada no es violatoria de los principios de legalidad y lesividad. RF

2186-06. EXTRADICIÓN. Acusa el recurrente que en la resolución que ordena su extradición, no se solicitó al gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica la promesa con relación a la posible pena a imponer al extraditable, toda vez que se pretende dar por cumplida una solicitud de un Juez de la República con otra simple "nota", remitida por la Embajada de Norteamérica. Contrario a lo que estima el recurrente, la resolución en donde se ordena la extradición, si se encuentra debidamente fundamentada. Además, la Sala ha avalado la promesa verbal basándose en el principio de buena fe que rige en el derecho internacional, de manera que la nota es garantía suficiente que al imputado no se le condenará a pena perpetua, pena de muerte, ni se le darán tratos crueles y degradantes. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
2190-06. MEDIDA DE AISLAMIENTO IMPUESTA ADULTO JOVEN. Contra medida de aislamiento impuesta a adulto joven, la cual se mantiene, por más tiempo del establecido por el juez. Como parte de la potestad de la Administración Penitenciaria de ubicar privados de libertad por razones técnicas en recintos carcelarios disponibles, por supuesto respetando las diversas separaciones con base en las condiciones jurídicas y perfiles criminológicos, es que se decide mantener la ubicación actual del privado de libertad, ya no como una medida extraordinaria de seguridad, sino como una ubicación intra-carcelaria acorde con los sobradamente acreditados patrones de conducta desestabilizadora del amparado. No obstante la actual ubicación del privado de libertad, el ejercicio de sus derechos se ha mantenido. SL
2228-06. PRESCRIPCIÓN EN MATERIA PENAL JUVENIL Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 109 de la Ley de Justicia Penal Juvenil. Estima el recurrente que en la normativa impugnada se establece un trato discriminatorio en perjuicio de los menores, toda vez que ante los mismos hechos que sustentan la causa penal seguida contra su defendido, de tratarse de un adulto, en atención a la forma en que se regula en el Código Procesal Penal (artículo 33), la acción penal estaría prescrita. Además de que no se atiende al principio de la norma penal más favorable. Sobre el tema existen antecedentes, se hace referencia a la jurisprudencia de la Sala y se reitera que la regulación de la prescripción de la acción penal es un asunto de política criminal, que no existe un derecho constitucional a la prescripción, que la prescripción es un instrumento jurídico creado a efecto de declinar el ejercicio de la potestad punitiva del Estado, que actúa a modo de sanción procesal por la inactividad de los sujetos procesales en los procesos iniciados o no, que el ámbito de aplicación del principio de la norma penal más favorable se circunscribe en forma exclusiva cuando exista conflicto entre la ley sustantiva, y referido únicamente al imputado, la determinación de las reglas de la prescripción de la acción penal en cada caso concreto, se constituye en sí mismo en un problema de legalidad y que la regulación diferenciada de las reglas de la acción penal no se constituye en una infracción del principio de igualdad constitucional, toda vez que el legislador no está obligado a establecer una única fórmula que se aplique por igual a todos los delitos. Se rechaza de plano en lo relativo a la solicitud de declarar prescrita la acción penal. Se rechaza por el fondo en todo lo demás. RF Parcial
2230-06. MEDIDA CAUTELAR DE RESTABLECIMIENTO. Acción de Inconstitucionalidad contra del Código Procesal Penal, artículo 140. Estima que la norma infringe el principio de inocencia, el derecho de propiedad y el debido proceso en virtud de que en vía penal se resuelven temas que son propios de tratar en la vía ordinaria civil. Señala que la medida es aplicada de modo automático, bastando tan sólo la existencia de la denuncia penal. Sobre el tema la Sala en la sentencia 2234-01, señaló que no afecta en modo alguno el derecho de propiedad, dado que lo que se establece es una medida cautelar, provisional, que no puede ser arbitraria, sino debidamente fundamentada y que cesa en el momento en que la causa sea resuelta en sentencia. Por otra parte, el ofendido a quien se le restituyere el bien, es obvio que tiene los derechos y deberes de administración del bien y no la facultad de disposición del mismo, porque se trata de una medida cautelar o precautoria. La medida en sí misma no produce la constitución, ni la modificación o extinción de derechos. RF
2032-06. MEDIDAS DE SEGURIDAD EN TRASLADO DE MENORES DE EDAD.  Se impugna la forma en que fue conducido un menor de edad, por un oficial de la Sección de Cárceles y Transportes del Organismo de Investigación Judicial, quien trasladó y condujo al menor privado de libertad "esposado" hacia atrás durante toda la gestión judicial que realizó. Estima que con ello se infringe la normativa  y los principios que rigen la materia, ya que tanto el Código Procesal Penal como la Ley de Justicia Penal Juvenil establecen que estos instrumentos o dispositivos de seguridad sólo se utilizaran cuando sean absolutamente indispensables para evitar fugas o daños a otras personas. Que el uso de tales instrumentos debe ser aun más restrictivo en el caso de menores de edad, en virtud de los principios rectores que rigen la Ley de Justicia Penal Juvenil. Se declara con lugar el recurso. Los Magistrados Cruz y Solano declaran sin lugar el recurso. CL
2029-06. OBLIGAN HACER PRUEBA DE SANGRE A IMPUTADO. La Fiscalía tramita una causa por el delito de violación. Que el Fiscal, de manera no razonada, ordenó la extracción de sangre del imputado, pero ante su oposición, lo remitió al Juzgado Penal, Despacho que incurrió en la misma deficiencia. Que en esta materia rige el principio de proporcionalidad, conforme lo preceptuado en el artículo 10 del Código Procesal Penal, por lo que la decisión que ordene la práctica de la medida debe ir precedida de una resolución debidamente motivada, conforme al numeral 142 del mismo cuerpo normativa, pues la posibilidad de que la medida pueda acordarse, aún en contra de la voluntad del reo, no enerva el deber de las autoridades de justificar su decisión. SL
1804-05. COMPETENCIA DE TRIBUNALES PENALES PARA EJECUTAR SENTENCIAS RELATIVAS A ASPECTOS PATRIMONIALES. Consulta Judicial de Constitucionalidad en lo referente a la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, relativa a los artículos 464 del Código Procesal Penal, 9 y 167 del Código Procesal Civil y 167 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La juez consultante solicita la declaratoria de inconstitucionalidad de la jurisprudencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en las que dispone que la ejecución de sentencias penales relativa a aspectos patrimoniales corresponde a los Tribunales Penales de Juicio. Se indica que este tema ya fue objeto de análisis por parte de la Sala y se determinó, que no es inconstitucional la jurisprudencia impugnada, en cuanto ha definido como competente la jurisdicción penal, la ejecución de aquellos extremos de una sentencia condenatoria penal, cuando se trate de indemnizaciones –aún líquidas- y no de órdenes o aspectos que pueda ejecutar, per se, el propio tribunal de sentencia. Ha de tenerse presente, por lo demás, que en ningún caso puede afirmarse que se están conculcando derechos fundamentales, cuando de lo que se trata es de definir cuál jurisdicción ha de entenderse competente para el cobro de una indemnización constante en un fallo penal, ya que lo importante es que la jurisdicción le de amparo a tal tipo de pretensiones y no que una en especial sea la que lo haga. Estése a lo considerado por esta Sala en sentencia número 2004-12628, de las quince horas del diez de noviembre del dos mil cuatro.

1767-06. DETENCIÓN POR MAS DE 24 HORAS. El recurrente acusa que se presentó atender una orden de presentación ante la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de Cartago y quedó detenido a la orden de la Fiscalía de Pérez Zeledón. Señala que cuando acudió al Organismo de Investigación Judicial de Cartago, se le dijo que ese mismo día a primera hora de la tarde o de la noche, el amparado sería trasladado a Pérez Zeledón, sin embargo, veinticuatro horas después, aún se encontraba detenido en Cartago, sin ser indagado, sin habérsele notificado ninguna resolución de prisión preventiva dictada por un Juez. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado porque actualmente se encuentra disfrutando de ese derecho. CL
1447-06. PLAZO RAZONABLE EN TRAMITACION DE CAUSAS EN EL MINISTERIO PÚBLICO. Se acusan atrasos en tramitación de asuntos planteados ante la Fiscalía de Garabito, el cual, es justificado por las autoridades recurridas, por la falta de recursos humanos y materiales. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Fiscalía de Garabito que finalice la investigación preliminar de las causas que originan este recurso en un plazo de tres meses, contado a partir de la notificación de esta resolución. Comuníquese la sentencia al Fiscal General de la República, para que en un plazo igual disponga lo necesario para dotar de los recursos humanos y materiales necesarios a la Fiscalía de Garabito, a fin de que tenga una carga y condiciones de trabajo al menos igual o similar a las demás Fiscalías. CL
1173-06. RETENCION DE PASAPORTE.  Se acusa que el Juzgado Penal de Liberia, no le entrega su pasaporte, el cual es el único documento de identidad con el cual cuenta, en virtud de ser un extranjero, porque enfrenta y proceso penal por uso de documento falso. SL

1096-06. PRISIÓN PREVENTIVA. Contra prisión preventiva en contra de su defendido, venció y no hay resolución que la fundamente. CL

1027-06. AUDIENCIA ORAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del articulo 242 último párrafo del Código Procesal Penal. Considera que la realización de la audiencia, no debe estar supeditada al juez.  Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RP
1029-06. PROCEDIMIENTO PARA ASUNTOS DE TRAMITACION COMPLEJA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 376, 377, 378 y 379 del Código Procesal Penal. Se alega que en el procedimiento de tramitación compleja, el Estado le traslada al imputado las dificultades que encuentra en la tramitación de una causa, que deben correr por cuenta del ente acusador. Se amplían desproporcionadamente los plazos de la prisión preventiva, lo que es contrario al derecho a ser juzgado en un plazo razonable. RF
DERECHO TRIBUTARIO

2680-06. PROCESO TRIBUTARIO. Contra proceso tributario en contra de PALMA TICA SA. Se alega falta al debido proceso. Según se constató, no es cierto que a la empresa recurrente se le haya violado su derecho de defensa y la determinación del monto a pagar es materia de legalidad. SL
1233-06. APELACION SOBRE COBRO DE IMPUESTOS.  Acusa el recurrente que la Municipalidad recurrida le envió al amparado un estado de cuenta por  una serie de recibos de servicios pendientes de pago, cuyos rubros están prescritos. Así lo reclamó por escrito ante el ente municipal pero no se le resolvió nada al efecto y, por el contrario, sin hacer referencia alguna  sobre la prescripción alegada, se le indicó que previo a realizar algún trámite administrativo ante esta Institución se debía presentar el recibo correspondiente de cancelación de honorarios del abogado respectivo.  Se declara con lugar el recurso, en consecuencia, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puntarenas que de inmediato se resuelva la impugnación incoada a favor del amparado, contra el cobro de recibos pendientes de pago, sin condicionarlo al previo pago de honorarios de abogados externos contratados por el ente municipal. CL
DERECHOS DE LOS EXTRANJEROS

2671-06. NIEGAN VISA POR REUNIFICACION FAMILIAR. No le dan visa por reunificación familiar a su hermana, porque es divorciada y la ley indica que sólo para hermanos solteros. El artículo 35 inciso ch) de la Ley General de Migración establece los requisitos para el otorgamiento de visas por reunificación familiar. Además, existen antecedentes sobre el tema, como las sentencias 13485-03 y 3061-04.  SL
2187-06. DEPORTACION DE EXTRANJEROS INDOCUMENTADOS. El recurrente acusa que la Dirección General de Migración ordenó la deportación de 20 personas de distintas nacionalidades a bordo de una embarcación, que naufragó tras estar 3 días a la deriva en el mar.  Que los amparados, en condiciones extremas, llegaron a costas costarricenses en busca de ayuda humanitaria, por lo que en su caso particular no se infringió ninguna norma migratoria.  Que se encuentran detenidas por estar indocumentadas y que no existe resolución debidamente fundamentada en la que se ordene la detención de esas personas. Esta Sala, en su jurisprudencia, ha reconocido las atribuciones que tienen las Autoridades de Migración para mantener detenidos, sin resolución específica para esos fines, a los extranjeros aprehendidos en territorio costarricense, en los casos en que se ha emitido una resolución de deportación. Se cita como antecedente la sentencia 1595-04. RF
2030-06. DETENCION DE EXTRANJERA CON UN HIJO COSTARRICENSE. Se acusa que la amparada se encuentra detenida ilegítimamente por parte de las autoridades de migración a pesar de que no cometió ilícito alguno y tiene un hijo costarricense. La Sala determinó que es desidia del extranjero no haber normalizado su situación a pesar de habérsele intimado, finalmente las autoridades recurridas la pusieron en libertad y le apercibieron nuevamente regularizar su situación migratoria. SL
ELECTORAL Y PARTIDOS POLÍTICOS

2871-06. SISTEMA DE COCIENTE Y SUBCOSIENTE PARA ELECCION DE DIPUTADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 138 del Código Electoral. Se acusa que en virtud de esta norma, para adjudicar las plazas de diputado que no sean electas por el sistema de cociente, el partido político tiene que alcanzar por lo menos, el subcociente de los votos válidos emitidos, lo que provoca una clara discriminación de las minorías y un evidente favorecimiento de los grupos mayoritarios, que bien pueden adjudicarse plazas con un número menor de votos. La Sala ha analizado el tema en otras sentencias (7383-97, 7384-97, 1234-98), en donde se ha indicado que el sistema desarrollado por el Código Electoral no desplaza a las minorías, pero tampoco lo hace irrazonablemente con los partidos minoritarios. Decir que el sistema, si bien no es del todo discriminador, no cumple cabalmente con la exigencia de dar garantías de representación para las minorías todas, obligaría además, a definir cuál es el sistema que sí lo logra, problema que se presenta en todas latitudes, pues como sabemos, más bien intervienen criterios muy particulares de la praxis de cada país. En resumen, no entendemos que haya inconstitucionalidad alguna en lo impugnado. Por antecedentes se rechaza por el fondo el recurso. Los magistrados Calzada, Vargas y Cruz salvan el voto y declaran con lugar la acción. El magistrado Cruz pone nota. RF
2873-06. NOTIFICACION POR ESTRADOS.  Acción de Inconstitucionalidad contra la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones y del Registro Civil, artículos 104 párrafo 2) y 105 última frase y Código Electoral, artículo 18. Resolución que niega el derecho de representantes del Partido Rescate Nacional, para presentar nombres en las papeletas de elecciones del 2006, no fue notificada personalmente. Considera la Sala que el hecho de que las normas impugnadas dispongan que las resoluciones que el Registro Civil dicte en materia electoral, serán notificadas mediante exposición de copia literal o en lo conducente de la resolución, en el sitio señalado para tal fin, en el Registro; en modo alguno puede considerarse como lesivo del derecho de audiencia, porque tanto el interesado directo como cualquier otra persona pueden apersonarse e informarse del contenido de la resolución. El hecho de que la notificación sea mediante exposición pública y no mediante otro medio de notificación, constituye un tema que corresponde decidir al legislador y que obedece a principios propios que rigen el derecho electoral, tales como la publicidad y la calendarización. Este último principio atiende a la necesidad de que los diferentes actos de los órganos electorales y de los partidos políticos dentro de éstos, se produzcan en un determinado plazo, con el fin de que no se altere la secuencia normal del proceso. De ahí que, la notificación mediante exposición pública se convierte en un instrumento útil para agilizar las diversas etapas del procedimiento: la inscripción de candidatos, la conformación del padrón electoral, etc. Asimismo, la exposición permite que todas las personas tengan conocimiento de diversos aspectos del proceso electoral que son de interés público. En todo caso, el determinar la conveniencia o no de tal medio de notificación escapa de la competencia que tiene este Tribunal para declarar la inconstitucionalidad de las normas. RF
1879-06. ELECCION DE DIPUTADOS EN EL PARTIDO ACCION CIUDADANA. La  recurrente considera que la Comisión Especial Evaluadora del Partido Acción Ciudadana  incumplió lo dispuesto en el Reglamento Interno de Elecciones para la selección de los candidatos a Diputados y Diputadas para el proceso electoral del año dos mil seis, propiamente por la asignación del puntaje. Se considera que la disconformidad constituye un conflicto que, por su naturaleza, no debe ser discutido en esta sede sino ante el Tribunal Supremo de Elecciones. No obstante lo anterior, debe quedar claro que en el supuesto de que el Tribunal Supremo de Elecciones se niegue a conocer y resolver, corresponderá entonces a esta Sala Constitucional conocer sobre el particular, siempre y cuando se alegue que los actos impugnados lesionan derechos fundamentales. SL
2037-06. RESTRICCIONES A EMPRESAS DE ENCUESTAS. Empresa encuestadora acusa que el Tribunal Supremo de Elecciones, no les permite hacer su trabajo, les pone restricciones de estar a 50 metros de los centros de votación. La Sala ha establecido que el órgano competente para velar por la organización, dirección y vigilancia de los procesos electorales, es el Tribunal Supremo de Elecciones. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y ordena darle curso. RP
FAMILIA
1238-06. EXAMEN MEDICO PREVIO A INSCRIBIR MATRIMONIO. Extranjera naturalizada costarricense se hizo un cambio de sexo y se casó en el extranjero, al venir a Costa Rica, pretendía que mediante un ocurso se le cambiara el sexo en la cédula de identidad y así poder inscribir el matrimonio. Asegura que en el Registro Civil le fue solicitado un examen físico de sus partes íntimas, previo a inscribir su matrimonio en Costa Rica, lo cual, finalmente no fue demostrado ante la Sala. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y dan plazo a los recurridos para convertir en acción. SL
DERECHO CIVIL
1800-06. PLAZO PARA RESPONDER DEMANDA DE EMPRESAS DOMICILIADAS EN EL EXTRANJERO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 554 y 559 del Código Procesal Civil. Se acusa que las normas impugnadas no regulan un plazo razonable, más extenso, para que una parte radicada en el extranjero pueda interponer recursos o gestiones contra una resolución que se le notifica en su domicilio. Considera el recurrente que aplicar el plazo de tres días para recurrir que rige para las partes procesales que residen en el país, resulta irrazonable. Se rechaza de plano la acción porque apelaciones dentro del asunto base ya habían sido resueltas. Se ordena reseñar este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publicarlo íntegramente en el Boletín Judicial. RP 
1803-06. LIMITACIONES DE CASACION EN PROCESO DE DESAHUCIO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 591 del Código Procesal Civil. Se acusa que lo resuelto en alzada en un proceso de desahucio, carece de impugnación extraordinaria, lo que a juicio de la accionante atenta contra los principios constitucionales de igualdad ante la ley, derecho a la  defensa y debido proceso. Se indica que el asunto ya ha sido analizado por sentencia No. 5971-96, la cual señala que según el artículo 8.2 inc. h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se limita a reconocer el derecho a recurrir ante un tribunal superior, específicamente a favor del imputado; contra el fallo condenatorio de una causa penal por delito, situación que en nada tiene que ver con la resolución que dicte en alzada un tribunal civil dentro de un juicio ordinario y por tanto no es de aplicación en este caso. Además, la limitación que se pone al acceso del recurso de casación en razón, no de la cuantía sino de la materia, no resulta inconstitucional, por cuanto responde a un política legislativa, que no está sujeta al control constitucional en virtud del mandato encomendado a esta Sala, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10 constitucional y primero y 2 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Igualmente, tampoco existe la violación alegada del artículo 33 Constitucional, porque a juicio de la Sala, la distinción realizada por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, está debidamente fundado en elementos esenciales y es razonable y proporcionada al fin perseguido.” RF
INTIMIDAD

2813-06. ANTECEDENTES PENALES. HOJA DE DELINCUENCIA. Acusa el recurrente que en 1993 se le impuso una pena de dos meses de prisión por el delito de agresión con arma. Que debido a que se encuentra desempleado y debe buscar un trabajo para mantener a su familia en el mes de diciembre de 2004 solicitó a la autoridad accionada que extendiera certificación sobre su historial delictivo y la autoridad accionada -desatendiendo lo dispuesto por esta Sala en el sentido de que una inscripción en ese registro no debe superar el  plazo de diez años- certificó que tiene aquél antecedente penal, lo que violenta su derecho al olvido, impidiéndole obtener el trabajo que requiere. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Registro Judicial de Delincuentes del Poder Judicial, o a quien en su lugar ocupe el cargo, que de manera inmediata proceda a eliminar el asiento donde se encuentra inscrito el juzgamiento del recurrente por el delito de agresión con arma, según sentencia del veintiséis de enero de mil novecientos noventa y tres emitida por el Juzgado Mixto de Goicoechea. CL 

2309-06. INFORMACION CREDITICIA. Que solicitó un préstamo ante la Mutual de Alajuela, pero su solicitud fue rechazada y actualmente le es imposible obtener un crédito, porque la empresa TELETEC reporta que es objeto de un embargo, ya que le adeuda una suma de dinero al ICE y otra a la Corporación Miravalles. Que se trata de información falsa por desactualizada. Que la recurrente se ha presentado numerosas veces para solicitar sean eliminados del su registro esas deudas como pendientes, pero los personeros de esa empresa le niegan categóricamente hacerlo su gestión. Se demostró La información sobre el recurrente es veraz, está actualizada y tenía menos de cuatro años. SL 

2449-06. NIEGAN CREDITO POR DEUDA PRESCRITA. Las autoridades bancarias recurridas se niegan a excluirlo como deudor y a tenerlo como sujeto de crédito, bajo el argumento de que aún y cuando se haya declarado prescrita la obligación prendaria que mantuvo -en condición de fiador- con el banco recurrido, aún se encuentra moroso respecto al pago de la misma, motivos que fundamentan la  resolución por medio de la cual, se denegó la solicitud de crédito que planteó. Se considera que la deuda ya fue requerida por los medios legales correspondientes y el deudor hizo efectivo su derecho a alegar la prescripción de ese dinero, situación que fue admitida por el juez ordinario. Admitir lo contrario sería colocar al recurrente en una imposibilidad perpetua para solicitar créditos o algunos otros servicios y productos bancarios y ello, a su vez, implica una amenaza inminente a sus derechos así como también una violación al principio de seguridad jurídica. La Sala no puede justificar tal inercia de las autoridades recurridas en perjuicio de la seguridad jurídica y de una situación declarada por un juez ordinario en detrimento del Derecho de la Constitución y en perjuicio del recurrente. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Presidenta a.i. de la Junta Directiva Nacional y al Gerente General Corporativo, ambos del Banco Popular y de Desarrollo Comunal o a quien en su lugar ejerza tales cargos, tomar las medidas que correspondan para que de manera inmediata a partir de la notificación de esta sentencia, se excluya al recurrente de la base de datos en la que aparece como deudor por una obligación que fue declarada prescrita por autoridad judicial competente. CL 
2045-06. INFORMACION CREDITICIA. No le dan crédito en Financiera Miravalles, porque estuvo moroso un tiempo en un almacén comercial. Acusa que todas las deudas con esa entidad las pagó. Se tiene por acreditado que el recurrente canceló el crédito con atraso. Esto implica que, en efecto, el amparado presentó con esa firma comercial un comportamiento crediticio inadecuado y como tal, es una información de la que los recurridos han hecho un uso legítimo, puesto que es una veraz, exacta, precisa y actual. SL
1811-05. INFORMACION CREDITICIA INCORRECTA. La recurrente pretende la tutela de su derecho fundamental a la autodeterminación informativa, presuntamente, vulnerado por la empresa Teletec Sociedad Anónima, propietaria de la base de datos que mantiene a disposición de terceros, sin su consentimiento, información no veraz y desactualizada. Se declara con lugar el recurso. Se condena a Teletec Sociedad Anónima y a El Gallo Más Gallo Sociedad Anónima al pago de las costas, daños y perjuicios causados, que serán liquidados en ejecución de sentencia de lo civil. CL
1812-05. REGISTRO DE INFORMACION PERSONAL QUE NO TIENE QUE VER CON EL FIN DE PROTECCIÓN AL CREDITO. La empresa recurrida recolecta, publica y actualiza electrónicamente información personal de los petentes sin haber mediado su consentimiento: todas las direcciones que han tenido cada uno de ellos, números de teléfonos a su nombre pese a que en el ICE se han pagado como servicios telefónicos privados, fotografías, propiedades y asuntos familiares. Todo en evidente violación a su derecho de autodeterminación informativa. Indican que la publicación de estos datos pone en grave peligro su vida, integridad física, libertad así como las de sus familiares, pues ambos laboran en el Poder Judicial como investigadores.  Indican que han sido muchas y manifiestas las amenazas de muerte e intenciones de perjudicarles a raíz de sus funciones como investigadores judiciales, siendo que en el caso en particular es evidente el peligro que corren ambos ahora, situación que se agrava por el hecho de que la recurrida publica y actualiza información personal de ellos, siendo que la información que se encuentra en DATUM puede ser desviada con fines distintos de la protección de créditos, pues estiman que es evidente el interés de aquellos de vengarse por lo que implica su actuación en la fase de investigación así como para evitar que durante la fase de juicio declaren como testigos. Solicitan que se le ordene al recurrido que elimine inmediatamente de todas las bases de datos de su propiedad, sus nombres, fotografías e informaciones personales y de toda índole relacionadas con ellos, pues estiman que lo hacen contraviniendo derechos constitucionales como intimidad y autodeterminación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al representante legal de WWW.Datum.Net S.A., que de forma inmediata, elimine de su base de datos, toda la información que conste de los amparados. Los Magistrados Solano y Mora salvan el voto y declaran con lugar el recurso, pero sin ordenar la eliminación de todos los datos a que se refiere el voto de mayoría. CL

1626-06. VIOLACION AL DERECHO A LA INTIMDIAD EN REPORTAJE PERIODISTICO. Alega la recurrente que el Diario Extra publicó una serie de reportajes en los que citó textualmente conversaciones telefónicas que la amparada supuestamente, había sostenido con el Padre Minor Calvo y que tales conversaciones están grabadas en varios cassettes, que han sido recabados como prueba dentro del proceso penal número 03-2104-059-PE. Estima que con estos hechos se ha violentado su derecho a la intimidad. El amparo no es admisible por dos razones, por ser un sujeto de derecho privado, contra el que la recurrente ya interpuso una denuncia en vía penal y porque de los reportajes no se desprende que sea la amparada, la persona que expresamente se menciona. Respecto a ese derecho fundamental, es muy importante una clara determinación de la identidad de la persona cuya intimidad se estima lesionada. SL
1432-06. REGISTRO JUDICIAL DE ANTECEDENTES. Contra anotaciones de delitos que le sale en el Registro Judicial, las cuales se encuentran prescritas. Se reitera el criterio de que el término de diez años dispuesto en el artículo 11 de la Ley 6723 del Registro y Archivos Judiciales, debe aplicarse, cuando no se trate del cumplimiento de la condena, sino de la prescripción de la pena, a partir de la prescripción de la pena impuesta, de acuerdo con las reglas del Código Penal, no así de la fecha en que la pena fuera declarada prescrita. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe del Archivo Judicial que elimine los asientos existentes con relación al amparado, si no existe otra razón legal que lo impida. CL
1385-06. INFORMACIÓN CREDITICIA.  Contra información crediticia sobre el amparado, asegura que la información que circula en internet no es del todo cierta. Acusa que AVAL CAR no le da acceso a la información que tiene en su contra. RF
1240-06. INFORMACION CREDITICIA.  Datum suministró información incierta sobre su condición fiduciaria lo que motivó el rechazo de un crédito. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al representante legal de Aludel Limitada que, de forma inmediata, elimine de la base de datos conocida como "Datum.net", la información referente a la amparada que se registra. Tome nota el representante de la empresa recurrida de lo señalado en el considerando 6° anterior. CL
1215-06. INFORMACION CREDITICIA. PLAZO DE CUATRO AÑOS PARA MANTENER REGISTRO DE ANTECEDENTES CREDITICIOS.  Acusa que aparece moroso con deudas de Mutual Alajuela y El Gallo más Gallo, lo cual no es cierto y por esa razón rechazaron una solicitud de crédito en una casa comercial. Se analiza, entre otros requisitos y condiciones para mantener las bases de datos crediticias en internet, el llamado “derecho de olvido en materia civil”, en donde se establece que el archivo, registro o cesión de esos datos personales, relevantes para determinar la solvencia económica deben referirse a los últimos cuatro años; lo anterior, mientras ley expresa no disponga otros plazos. SL
1033-06. INFORMACION CREDITICIA. No le dan crédito en Banco Cuscatlán por información equivocada en su contra, que hay en las bases de datos de DATUM.NET y que contiene información privada que sólo el ICE tiene. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al representante legal de Aludel Limitada, Crédito Seguro Punto Com S.A. y Servicios en Línea Datum S.A., que de forma inmediata, elimine de la base de datos conocida como "www.Datum.net", el número telefónico a nombre del recurrente, que no aparece en la guía telefónica, así como las cinco direcciones consignadas en la casilla “Otras direcciones”. CL Parcial
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
1256-06. NIEGAN INSCRIPCIÓN EN CAMARA. Cámara de Corredores de Bienes Raíces le niega la inscripción, sin fundamentación alguna. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo #46-05 adoptado por la Junta Directiva de la Asociación Cámara Costarricense de Corredores de Bienes Raíces, y que consta en el acta #924-05 del 10 de marzo de 2005. Se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva de la Asociación Cámara Costarricense de Corredores de Bienes Raíces, someter nuevamente a consideración de la Junta la petición del actor, en su próxima sesión, órgano que deberá conocerla y comunicar al actor lo resuelto, con la respectiva fundamentación. CL
LIBERTAD DE PRENSA

2818-06. RECTIFICACION Y RESPUESTA. Acusa que el recurrente que en la sección de Sucesos del Periódico La Nación, se publicó un artículo referente al homicidio de la periodista Ivannia Mora, en el cual -en criterio del recurrente, "en forma increíble"- se explica cómo y porqué se supone que seis personas participaron en el asesinato de la muchacha, sin que estas personas hayan sido juzgadas o condenadas por estos delitos, entre las cuáles figura él mismo.  Aduce que envió al Director del Periódico La Nación un artículo aclaratorio sobre el tema y pidió que lo publicaran con base en su derecho de rectificación y respuesta. Sin embargo, a la fecha no se ha publicado su escrito. Con base en jurisprudencia de la Sala y con los hechos que constan en el expediente, se descartó la lesión al derecho de rectificación y respuesta del accionante, porque quien presentó la solicitud ante el medio, carece del poder legal requerido de conformidad con el artículo 67 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. SL
2235-06. RECTIFICACION Y RESPUESTA. Expresidente de la República, reclama violado en su perjuicio el derecho fundamental de rectificación o respuesta, por cuanto los directores de Telenoticias de Canal 7, no accedieron a publicar la rectificación que solicitó el 26 de enero de 2006, con relación a un reportaje del periodista sobre promesas de campaña en materia de seguridad y educación. Se considera que tanto el reportaje transmitido en la televisión como su publicación en Internet, aluden al recurrente y, además, contienen una información inexacta. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a los directores de Telenoticias Canal 7, o a quienes ejerzan sus cargos, que difundan en las ediciones de mediodía y vespertina de ese programa, ambas del mismo día, y dentro de los tres días inmediatamente siguientes a la comunicación de esta resolución, así como en la página de Internet de Telenoticias Canal 7, en forma gratuita y completa, la rectificación remitida por el recurrente, precedida por la indicación de que “En virtud de lo dispuesto en los artículos 29 de la Constitución Política y 14 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de conformidad con lo resuelto por la Sala Constitucional en el recurso de amparo número 00-001182-0007-CO, promovido por Miguel Ángel Rodríguez Echeverría, se publica su rectificación de la información consignada en el reportaje “Promesas de campaña: seguridad y educación”, del periodista Rodolfo González, publicado el 24 de enero de 2006:”. La rectificación deberá publicarse y destacarse en condiciones equivalentes a las de la publicación o difusión que la motivó. Los Magistrados Armijo y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
1626-06. VIOLACION AL DERECHO A LA INTIMDIAD EN REPORTAJE PERIODISTICO. Alega la recurrente que el Diario Extra publicó una serie de reportajes en los que citó textualmente conversaciones telefónicas que la amparada supuestamente, había sostenido con el Padre Minor Calvo y que tales conversaciones están grabadas en varios cassettes, que han sido recabados como prueba dentro del proceso penal número 03-2104-059-PE. Estima que con estos hechos se ha violentado su derecho a la intimidad. El amparo no es admisible por dos razones, por ser un sujeto de derecho privado, contra el que la recurrente ya interpuso una denuncia en vía penal y porque de los reportajes no se desprende que sea la amparada, la persona que expresamente se menciona. Respecto a ese derecho fundamental, es muy importante una clara determinación de la identidad de la persona cuya intimidad se estima lesionada. SL
1107-06, 1113-06. LIBERTAD DE EXPRESION. Acusa el recurrente que Televisora de Costa Rica Canal 7 y Canal 6, se negaron a sacar al aire un campo pagado sobre las ventajas y desventajas del Tratado Libre de Comercio, aducen que les faltan requisitos. SL 

MINORIAS
2771-06. CONDICIONES PARA DISCAPACITADOS EN ALAJUELA. Alega el recurrente que como discapacitado, su forma de movilizarse por la ciudad de Alajuela es mediante una silla de ruedas. La Ley 7600 incluye entre los diversos derechos de las personas con discapacidad la posibilidad  de acceder a espacios físicos y desplazarse por las aceras. Lo anterior se torna en una obligación legal para las municipalidades del país. Deben contemplar presupuestos para garantizar el desplazamiento de las personas discapacitadas. No obstante lo anterior,  las aceras del centro de Alajuela no cuentan con rampas, hay muchas en pésimo estado y en algunos sectores ni siquiera existen, con lo cual la Municipalidad limita aquellos derechos que debe garantizar a los ciudadanos discapacitados la libre movilización en sillas de ruedas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Alajuela, que de inmediato realice mediante una modificación presupuestaria o un presupuesto extraordinario, la previsión necesaria en el presupuesto del año 2006, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, las aceras de ese cantón cuenten con rampas de acceso para las personas discapacitadas. CL
1987-06. ACCESO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD A CENTROS EDUCATIVOS EN EL CANTON DE SANTO DOMINGO DE HEREDIA. Se reclama la falta de adecuación de algunos centros educativos del Cantón de Santo Domingo de Heredia, a las estipulaciones de la Ley 7600, con referencia a la accesibilidad, lo que limita la libertad de tránsito del recurrente Chacón, por ser una persona discapacitada, así como la de muchos otros en la misma condición. Se declara con lugar el amparo y, en consecuencia, Se ordena al Ministro de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe su cargo, tomar las previsiones presupuestarias necesarias e implementar, con asesoramiento técnico-especializado, las adaptaciones de la planta física de los centros educativos públicos situados en el cantón de Santo Domingo de Heredia, que se requieran para suplir las necesidades de las personas con discapacidad, las cuales deberán quedar terminadas en el plazo de un año contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL 

1598-06. PERSECUCIÓN RELIGIOSA. El recurrente acusa que  los miembros de la Asociación “La Mujer Vestida de Sol” son objeto de una persecución religiosa, principalmente, por parte de las autoridades de la Iglesia Católica. Asegura que en el semanario Eco Católico, no le fue publicada respuesta sobre artículo  denominado "Obispo aclara sobre supuestas apariciones" del diez de agosto de dos mil tres. Se consideró que las autoridades recurridas no se encuentran de derecho o de hecho en una posición de poder, tal que no pueda ampararse oportuna y efectivamente mediante otros remedios jurisdiccionales diferentes a la vía Constitucional y que la Ley ha previsto para esos casos. Y, en el caso del Semanario Eco Católico, el recurrente acudió tardíamente a buscar el amparo de su derecho de rectificación o respuesta de donde el recurso tampoco sea procedente. RF
PODER EJECUTIVO
2766-06. NO ENTREGAN PRESUPUESTO DE FUNDACION. IMPUESTO CON DESTINO ESPECIFICO. Acusa que en la Ley de Creación de Cargas  sobre Licores, Cervezas y  Cigarrillos, se estableció un porcentaje para financiar un centro destinado  a velar por las necesidades de la  población con discapacidad. Que  en cumplimiento de dicha  disposición, el dos de noviembre  del dos mil se suscribió  un  convenio entre la Fundación Mundo de Oportunidades, el Ministerio  de Educación y la Junta  Administrativa de la Escuela de  Enseñanza Especial Dr. Fernando  Centeno Güell, para crear el  Centro Nacional de Recursos para  la Inclusión Educativa (CENAREC).  Que los recursos de la Ley número  7972 son trasladados a la  amparada por medio del Ministerio  de Trabajo, una vez que el  Ministerio de Hacienda le gire a  dicha cartera el porcentaje  correspondiente a la Fundación  amparada. Que en la Ley de  Presupuesto Ordinario de la  República para este año, número  8428, se contemplan  transferencias de recursos de  Presupuesto Nacional con cargo al Ministerio de Trabajo y Seguridad  Social por un total de doscientos treinta y nueve millones  setecientos mil colones  correspondientes a fondos  destinados a la amparada, pero el Ministerio de Hacienda bloqueó los fondos sin justificación alguna. Se sigue la línea jurisprudencial de la Sala, en el sentido de que la omisión o reducción de los recursos con destino específico, como en este caso, conculca directa o indirectamente derechos constitucionales, toda vez que el Ministerio de Hacienda al proceder de ese modo, hace que el  Estado  quebrante el equilibrio de las prestaciones que esta obligado a dar como de Estado Social de Derecho tanto por mandato constitucional como legal. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Ministerio de Hacienda. Se ordena al Ministro de Hacienda, tomar las medidas efectivas, pertinentes e inmediatas para que se giren y se pongan a disposición de la Fundación Mundo de Oportunidades  los recursos económicos, según lo dispuesto en la Ley No. 7972,  de 22 de diciembre de de 1999. En cuanto al Ministerio de la Presidencia se declara sin lugar el recurso. CL
1493-06. PAGO DE SUBSIDIO A PESCADORES.  INCOPESCA no le paga subsidio por veda, por falta de contenido presupuestario. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Gerente Regional en Puntarenas del Instituto Mixto de Ayuda Social, proveer lo necesario para que, en el plazo máximo de dos meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se practique la modificación presupuestaria necesaria para satisfacer el monto adeudado al amparado. CL
1234-06. PRESUPUESTO DE CASA HOGAR. Se  dejaron de enviar planillas, por lo que se ha dejado de contar con los fondos para el pago de salarios de los funcionarios de la Casa Hogar Tía Tere, a pesar de que tiene el presupuesto aprobado, no se ejecuta. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena a los Ministros de Hacienda y de Trabajo y Seguridad Social, que deben tomar las medidas efectivas, pertinentes e inmediatas para que se giren y se pongan a disposición de los destinatarios los recursos económicos, según lo dispuesto en la Ley número 7817 de 5 de setiembre de 1998. La Magistrada Calzada coincide con el voto de mayoría pero por razones diferentes. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD

2814-06. PRIVADO DE LIBERTAD ACUSA QUE NO HAY DISPONIBLIDAD DE CAMAS EN LA REFORMA. Acusa el recurrente que se encuentra recluido en el  al Ámbito de Convivencia C del Centro de Atención Institucional La Reforma,  durmiendo en el piso sobre una colchoneta y con una cobija.  Se reitera que el hecho de que la Institución recurrida no le brinde una cama al privado de libertad para dormir,   se traduce en un castigo y un trato degradante contrario a la dignidad humana. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro La Reforma, que en el término improrrogable de 15 días contado a partir de la notificación de esta sentencia, suministre al recurrente  un lecho de conformidad a las exigencias de las "Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos", adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas. CL                   

2452-06. LIBERTAD DE EXPRESION DE PRIVADOS DE LIBERTAD. En La Reforma no permitieron que privados de libertad participaran en programa de radio por teléfono. Detenidos por pensión alimentaria. Si bien se ha reconocido que la Administración Penitenciaria está facultada para regular el ejercicio de ciertos derechos y garantías de los privados de libertad, con la finalidad de adaptarlos al régimen propio e intrínseco de la estructura carcelaria. En este caso concreto, la Sala consideró que las razones expuestas por las autoridades accionadas en sus informes, en el sentido de que se limitó la entrevista con el fin de salvaguardar el orden institucional, constituye una grosera violación de sus derechos fundamentales, que desde todo punto de vista se debe reparar en esta Jurisdicción. Sobre todo, si se toma en cuenta que  no están detenidos por una condena penal, o de una medida cautelar de prisión preventiva, sino por el incumplimiento de una obligación alimentaria, lo que incide sin duda alguna sobre sus niveles de contención. CL
2399-06 CONDICIONES DE PRIVADOS DE LIBERTAD. Contra condiciones de alimentación e implementos de los privados de libertad en la cárcel de Pococí. La Sala confirma que el hecho de que los Centros de Atención Institucional  no brinden camas  a los privados de libertad para dormir se traduce en un castigo y en un trato degradante contrario a la dignidad humana. Con relación a la alimentación dada  a los privados de libertad del Centro de Atención Institucional de Pococí, se verifica que se encuentra dentro del requerimiento energético que oscila entre las dos mil novecientos y tres mil calorías tomando los cuatro tiempos de alimentación diaria establecidos en el menú semanal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de Pococí, o a quién en su lugar ejerza su cargo, bajo pena de desobediencia, gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de sus competencias para que se les garanticen a los privados de libertad de dicho Centro las condiciones establecidas en las "Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos", adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas. En cuanto al argumento de lesión a los derechos fundamentales de los privados de libertad por problemas en la alimentación se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
2443-06. AGRESION POLICIAL. Privado de libertad acusa que fue agredido por funcionarios de seguridad de La Reforma. Teme por su vida y asegura que corre peligro. Se citan varios instrumentos internacionales que obligan al Estado a evitar la situación que se tuvo por demostrada en el hábeas corpus, en la cual el afectado fue agredido por parte de la policía penitenciaria.  Se declara con lugar el recurso. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 50 y 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a las autoridades del Centro de Atención Institucional La Reforma, que no deben incurrir a futuro en los actos u omisiones que dieron mérito a la acogida de este hábeas corpus. CL 
2003-06. PROBLEMAS DE FILTRACION DE AGUA EN DOS AMBITOS DE LA REFORMA. Privados de libertad en el ámbito de convivencia "C", pabellón "A" de La Reforma, acusan que hace tres años tienen un problema en el dormitorio dos, por cuanto se da la filtración de agua de lluvia, por el mal funcionamiento de las canoas y por goteras. Ello les impide vivir adecuadamente en sus dormitorios, por cuanto sus camas se mojan, constantemente están con gripe y otras dolencias. Por otra parte en el dormitorio número uno, hay un hueco en la loza, y cuando llueve mucho, el agua corre para varios lugares, incluso donde tienen la plantilla y hacia el acceso a los inodoros, por lo cual todo queda inhabilitado, autoridades penitenciarias no han resuelto el problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Justicia y Gracia, que en plazo de tres meses contado a partir de la notificación de esta resolución, solucione el problema de filtración de aguas pluviales que se presenta en el pabellón "A" del Ámbito de Convivencia "C", del Centro de Atención Institucional La Reforma. CL
1766-06. CONDICIONES INSALUBRES EN MAXIMA SEGURIDAD DE LA REFORMA. El recurrente acusa que las condiciones de higiene del Centro de Atención Institucional, confieren un trato degradante contrario a su dignidad. Lo anterior por cuanto, los baños y los servicios sanitarios son insalubres y no hay luz artificial suficiente.   Se declara con lugar el recurso en cuanto al estado de las instalaciones del centro penitenciario. En consecuencia, se ordena a la Ministra de Justicia y al Director General de Adaptación Social, que procedan en forma inmediata a girar las órdenes necesarias para que en las instalaciones del ámbito de convivencia F o de máxima seguridad se les agregue más luz artificial y se realicen las mejoras necesarias, lo cual deberá estar listo a más tardar en el plazo de quince días, contado a partir de la comunicación de esta sentencia. CL
1506-06. UBICACIÓN.  Privado de libertad se queja del lugar en donde lo tiene, se queja además del trato que recibe. Se declara con lugar el recurso por lesión del derecho a la salud. Se ordena al Director a.i. del Centro de Atención Institucional La Reforma, y al Director Médico de la Clínica de ese Centro, o a quienes ocupen sus cargos, proveer lo necesario para que, en el plazo de ocho días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se valore médicamente al actor y el resultado del espermograma del 2 de junio de 2005, con el fin de concluir si ello evidencia algún problema de salud que deba tratarse médicamente. De ser así, deberá ordenarse lo pertinente para que, a la mayor brevedad posible, reciba el correspondiente tratamiento. CL
1510-06. ATENCIÓN MÉDICA. Alega el recurrente que sufrió un desprendimiento de retina del ojo izquierdo y no le han brindado la atención médica que requiere. Se declara con lugar el recurso. El Magistrado Solano pone nota. CL
1025-06. INTEGRIDAD FISICA DE PRIVADO DE LIBERTAD. El recurrente reclama contra las condiciones de su privación de libertad en una celda sucia y llena de basura, sin luz eléctrica ni agua; que lo despojaron de cuatro mil colones, un cajón con sus pertenencias y cuatro libros de derecho; especialmente, teme por su integridad personal, como consecuencia de haber sido golpeado violentamente y amenazado por el personal de seguridad del C.A.I. La Reforma. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma que disponga las medidas necesarias a fin de garantizar al amparado su seguridad e integridad personales e instruya al personal penitenciario sobre las exigencias de la Constitución y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos para el tratamiento de los privados de libertad. Notifíquese la presente sentencia a la Ministra de Justicia a efecto de que se investigue lo pertinente, establezca las responsabilidades disciplinarias y, fundamentalmente, garantice la seguridad e integridad personal del amparado. CL
SERVICIOS PUBLICOS 

2792-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA Y LUZ. Alega la recurrente que en agosto del 2005 adquirió por compra un lote a la sociedad denominada "Beeerseba R.L.", en Santa Bárbara de Heredia, debido a que por sus condiciones de pobreza no están en condiciones de construir, hicieron una construcción con latas y cartones. Solicitó la instalación de ese servicio de agua y luz a su nombre y le son negados, porque el lote que compró se encuentra en proceso de inscripción en el Registro Nacional, que además, se le suspendió el servicio de agua en una fuente de agua pública. Se declara con lugar el recurso. Se ordena: a) a la Alcalde Municipal de Santa Bárbara, que de inmediato adopte las providencias necesarias para que la petición de la amparada sea valorada nuevamente. Si no procede acogerla, le deberá informar razonadamente acerca de los motivos que le impiden aprobar su pedido. Mientras la actora no reciba el servicio regular de agua, deberá la Municipalidad instalarle una fuente pública a distancia razonable para poder cubrir sus necesidades básicas. Debe completar, en el plazo máximo de un mes a partir de la notificación de esta sentencia, un proyecto de manual de trámites para la obtención de un servicio de agua potable en el cantón de Santa Bárbara, en forma congruente con lo que ordena la Ley 8220, y someter dicho proyecto a conocimiento del Consejo Municipal para su aprobación; b) a la Jefe de la Sucursal de Heredia de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, que de inmediato proceda a revisar la procedencia de la petición de la amparada. Si debe rechazar tal gestión, deberá indicarle claramente y por escrito, las razones del rechazo y los trámites que deberá efectuar para lograr la posterior aprobación. CL
2386-06. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA. Contra suspensión del servicio de agua sin estar moroso en el pago y sin debido proceso. Se les suspendió por no pagar mejoras en el acueducto rural que Asociación realizó. Aseguran que se no les consultó a los vecinos sobre la posibilidad de que pagaran los gastos de las mejoras. Considera la Sala que el aporte extraordinario para el nuevo acueducto, se puede exigir mediante vía judicial, si procede, pues se supone que una parte de la cuota del servicio es para inversión, bajo ninguna circunstancia se puede suspender el servicio de agua por la falta de pago de una cuota extraordinaria. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la suspensión del servicio de agua potable a los amparados. Se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto Comunal de Uvita y Bahía de Osa, o a quien ejerza ese cargo, si otra causa no lo impide, que proceda de inmediato a reconectar el servicio regular de suministro de agua potable, en los inmuebles propiedad de los amparados.  CL 
2268-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA POTABLE.  Los recurrentes interponen recurso de amparo contra el Alcalde Municipal del Cantón de La Unión y manifiestan que las autoridades recurridas de modo arbitrario se niegan el suministrar el servicio de agua potable, con el argumento de haber realizado su edificación sin contar con las autorizaciones respectivas. Considera la Sala que es evidente que los amparados, a causa de la situación impugnada en este recurso jurisdiccional, fueron colocados en una situación injustificada contraria a su dignidad personal, en cuanto se les priva de la posibilidad de disfrutar del agua potable y, con ello, de satisfacer sus necesidades elementales. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de La Unión, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de tres días a partir de la notificación de esta sentencia, los amparados disfruten en forma plena del agua potable. CL 

2289-06. TARIFAS DE SERVICIOS PÚBLICOS. Solicita el recurrente que la Sala se pronuncie sobre la autorización del cobro de tarifas diferentes, que hace ARESEP para cubrir los costes de la prestación del servicio de transporte público por medio de ferry, aún y cuando el recorrido que se hace en el Peninsular y en el de Tambor es exactamente el mismo. Se considera que la determinación de tarifas es materia que deba analizarse en otra vía, se hace referencia a la sentencia 1611-98, en donde la Sala se había pronunciado sobre el tema de diferencias en tarifas. RF
2119-06. SUSPENSION DE SERVICIO DE AGUA POR DEUDA ANTERIOR. Acusa el recurrente que le fue suspendido el servicio de agua por mora en el pago, sin tomar en cuenta su situación económica. Esta Sala ha reiterado su criterio, en el sentido de admitir que las instituciones administradoras de los acueductos públicos pueden suspender el suministro de agua potable a sus abonados, siempre y cuando los mismos se encuentren en mora en el pago de las tarifas establecidas. A pesar de lo anterior, este Tribunal ha establecido la necesidad de que, si va a proceder a suspender el suministro regular, la empresa encargada deje a disposición del interesado una fuente pública a corta distancia, en el caso concreto, consta que se instaló fuente pública de agua potable a cien metros de su lugar de residencia. SL 

1785-06. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA.  La recurrente reclama que a pesar de contar con el servicio de agua potable desde el año dos mil, las autoridades del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados le comunicaron que suspenderían ese servicio, en razón de que el derecho de posesión sobre la propiedad que ocupa, está siendo cuestionado en vía judicial. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe de la Oficina Cantonal de Liberia del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, bajo pena de desobediencia, que ordene en forma inmediata la reconexión del servicio de agua de la recurrente, si otra causa no lo impide y sin perjuicio de lo que se resuelva en la vía ordinaria en cuanto al derecho que dice tener la amparada sobre el inmueble en cuestión. CL
1794-06. ERROR MATERIAL EN AUDIENCIA CONVOCADA POR ARESEP. Acusa el recurrente que la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos publicó el 16 de diciembre de 2005 una convocatoria para una audiencia pública a celebrarse el “jueves 23 de enero del 2006 a las nueve horas (9pm) a fin de debatir una propuesta para realizar cambios en el modelo de fijación de precios de los combustibles”; sin embargo el día  indicado para dicha celebración no coincide con la fecha, lo mismo ocurre con la hora dispuesta, lo que provoca una inconsistencia en el contenido de la publicación. La parte recurrida alegó que lo anterior se debió a un error material cometido, por lo que publicó el cinco de enero de 2006 la respectiva fe de erratas en los mismos medios de circulación donde había sido publicada la convocatoria y el Diario Oficial La Gaceta, en el que se corrigió el día no así la fecha y se aclaró la hora de la celebración de la audiencia. Se declara con lugar el recurso, por infracción del artículo 9º de la Constitución Política. Se ordena a la Directora de Fiscalización y Defensa del Usuario, reprogramar la audiencia que aquí interesa, en estricto apego a lo estipulado en el artículo 36 de la Ley #7593, permitiendo la participación de los interesados. CL
1468-06. NIEGAN SERVICIO DE AGUA. La recurrente manifiesta que su padre, tiene diversos problemas de salud y es un adulto mayor. Que actualmente vive solo en una casa que le construyeron personas de buena voluntad, en un terreno prestado por un amigo. Sin embargo, tiene que caminar doscientos metros en un terreno difícil para él, para acceder a agua potable, pues el Presidente del Acueducto Rural de Floralia se niega a prestarle el servicio, aduciendo escasez. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Floralia de Puriscal, o a quien tenga sus mismos poderes de actuación, disponer lo necesario para que inicie, de inmediato y se desarrolle con la mayor rapidez posible, el trámite de instalación del servicio de agua potable al amparado, previo pago de los derechos de conexión y realización de las obras que quedan a cargo del interesado. Mientras la conexión no se efectúe debe mantenerse la paja pública actualmente instalada. CL
1254-06. SUSPENSION DEL SERVICIO DE AGUA. Alega que de forma irregular y violando el debido proceso, el recurrido dejó de suministrar el agua que administra, al centro de salud EBAIS y centro educativo y otros lugares sin dar razones de peso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena: a) Al apoderado generalísimo sin límite de suma de “Compañía Palma Tica S.A.”, cédula jurídica 3-101-173999, o a quien tenga poderes de actuación suficiente de dicha persona moral, restablecer, en los cinco días siguientes a la comunicación de esta sentencia, el servicio de agua potable en Coto 44 y a  mantenerlo mientras no sea asumido por otra persona privada o pública; b) Al Gerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, y al Alcalde Municipal de Corredores, o a quienes ocupen sus puestos, iniciar, en los cinco días siguientes a la comunicación de esta sentencia, los estudios necesarios para establecer las opciones de prestación del servicio de agua potable en la zona, si ello resultare necesario para resolver el problema planteado en este recurso. Además, en un plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, deberá estar definido el tema y separados los recursos necesarios -si fuera preciso, mediante modificación del presupuesto ordinario o mediante presupuesto extraordinario- para asumir una de las dos entidades, o conjuntamente, la prestación del servicio. La Magistrada Calzada salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
1089-06. SERVICIO DE AGUA. Alega que el recurrido le suspendió el servicio de agua por falta de pago y no le fue instalada una fuente pública. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Los Mangos de San Joaquín de Nicoya, Guanacaste, o a quien ocupe su cargo, instalar, de inmediato, una fuente pública de agua potable en un lugar cercano y accesible a la vivienda de los actores. CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
2791-06. NIEGAN A RECURRENTE INGRESO A FERIA. Alega el recurrente que tiene aproximadamente ocho años de laborar como empleado, en los tramos 184, 185 y 186 de la Feria del Productor Generaleño Sociedad Anónima. Su octubre del 2005, su jefe inmediato no le dejó ingresar a trabajar, con la excusa que él es un ladrón. A juicio de este Tribunal Constitucional, la decisión que aquí cuestiona el amparado se constituye en una sanción de hecho dispuesta por los sujetos de derecho privado recurridos, haciendo uso abusivo de su poder frente al amparado puesto que realmente han tomado la justicia por propia mano, cuando lo que correspondía en Derecho era denunciar ante las autoridades penales para que investigaran el caso y se impusiera la sanción correspondiente en caso de acreditarse el hecho.   Como se aprecia, los recurridos en realidad impusieron una restricción claramente ilegítima al derecho constitucional del amparado al libre tránsito, que le garantiza el ordinal 22 de la Constitución Política y que resulta amparable en esta sede. Se declara CON LUGAR el recurso por violación a la libertad de tránsito, discriminación e imposición ilegítima de una sanción perpetua al amparado.  Se anulan las disposiciones tomadas por  la sociedad Feria del Productor Generaleño Sociedad Anónima contenidas en los oficios del siete y del trece de octubre de dos mil cinco. CL
2657-06. NIEGAN LA ENTREGA DE ACUERDOS DE JUNTA DE ASOCIACION. Alega el recurrente que es asociado de ASECCSS y ha solicitado que le sean suministrados documentos relacionados a la actuación de la Junta Directiva y el manejo de los fondos de la Asociación. Sin embargo, la asociación le ha negado expresamente su derecho a fotocopiar dichas actas y, de hecho, lo obliga incluso a examinar los documentos con vigilancia y sin nadie que lo pueda asesorar, lo cual le impide imponerse a cabalidad de su significado. La accionada está en la obligación de poner a su disposición la información pedida al interesado, no en virtud del derecho de petición regulado en el artículo 27 constitucional, sino con base en el derecho de asociación cobijado en el artículo 25 de la Constitución Política, por cuanto el petente está asociado a la entidad recurrida. Dado que en este caso, no se constató la negativa de la información, procede declarar sin lugar el recurso. SL
1650-06. CONTRA VECINA POR INSTALAR CAMARA DENTRO DE CONDOMINIO. Se acusa que vecina del amparado instaló una cámara, que tiene visibilidad a su casa de habitación, lo que considera violatorio de su derecho de intimidad.  Se consideró que por haber sido colocada hacia la vía pública, no lesionaban derecho alguno. SL
1477-06. IMPIDEN INGRESO A SUPERMERCADO. Se impidió el ingreso del recurrente a las instalaciones del supermercado Palí situado en Tejar de Cartago, porque tres años atrás había trabajado para esa empresa y en la entidad recurrida se mantiene la política de no permitir el ingreso de personas que no sean elegibles para trabajar en la Corporación. Lo anterior, a pesar de que está trabajado para otra empresa que presta servicios a CSU. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Gerente de Gestión Preventiva de la Corporación de Supermercados Unidos S.A. que permita el ingreso del recurrente a los puntos de venta de la empresa. CL
1444-06. IMPIDEN INGRESO AL MALL SAN PEDRO.  El recurrente reclama que la Administración del Condominio Mall San Pedro, para la cual laboró durante varios años, le ha impedido el ingreso al edificio, donde se ubica su nuevo lugar de trabajo, con lo que vulnera su derecho fundamental al trabajo. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Gerente General del Mall San Pedro, que en el tanto el recurrente no observe conductas contrarias a las normas del condominio, debe permitirle el ingreso a su lugar de trabajo. CL
CONTRALORÍA
1083-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contraloría inició un procedimiento para investigar los recursos del Programa de Reconversión Productiva del Sector Agropecuario, la Asociación Nacional de Consumidores Libres, solicitó ser tenida como parte, pero con base en el artículo 275 de la Ley General de Administración Pública, les fue rechazada su gestión. SL
MUNICIPALIDAD

2635-06. LIMITAN ACCESO A AREA COMUNAL. Municipalidad de Tibás recurrida dejó sin efecto el acto administrativo mediante el cual se había autorizado al centro educativo amparado abrir una puerta o portón en la tapia trasera, y crear así un acceso directo que les permitiera a los estudiantes del esa institución ingresar al parque comunal, en tanto se no se permitió a la amparada proveer a su defensa y tener la posibilidad de oponerse a la clausura de dicho portón. Se tuvo por demostrado que el permiso otorgado por la corporación municipal al Centro Educativo es de naturaleza precaria y revocable en cualquier momento previa notificación a los interesados y se demostró que la Municipalidad les dio aviso a los interesados del Centro Educativo para que procedieran en un plazo de 10 días hábiles a la eliminación y cierre del portón objeto de este caso, y que en el supuesto de no ejecutar la directriz municipal, se procedería al cierre del portón de forma institucional. SL
1731-06. FORMALIZACION DE DONACION. En los años treinta el padre del recurrente donó a la Municipalidad de San José, varios terrenos que hoy sirven como parques en Barrio Escalante de esta ciudad. Que dichos inmuebles estaban inscritos a nombre de sus hermanas y de su persona, sin embargo, el municipio recurrido no ha procurado por traspasar los mismos a su nombre, y le ha causado una problemática socio-crediticia difícil, ya que no ha podido obtener préstamos bancarios ágiles de un interés razonable, ni el bono de vivienda, ni ningún otro tipo de ayuda, toda vez que aparece como propietario de dichos inmuebles, que hoy tienen un valor económico enorme, pero que en la realidad, son bienes que donó su padre al municipio y son municipales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, o a quien ejerza ese cargo, que dentro del mes posterior a la notificación de esta sentencia formalice la donación de los derechos de la recurrente sobre las fincas inscritas bajo el Sistema de Folio Real, Partido de San José, matrículas números 140.771 y 140.797 y presente al Registro Público de la Propiedad el testimonio correspondiente para su inscripción. La Municipalidad correrá con todos los gastos del traspaso. CL
PENSIONES ALIMENTARIAS

2169-06. PLAZO DE APREMIO CORPORAL Y FALTA DE ATENCIÓN MEDICA EN CENTRO PENITENCIARIO. Alega el recurrente que fue privado de libertad por pensión alimentaria, aún cuando se encontraba convaleciente de una fractura en la tibia con abertura ósea en su pierna izquierda, requiriendo de un bastón para su limitada movilización. Alega que al estar detenido durante un período mayor a los nueve meses en forma continua, su salud se ha venido deteriorando, pues tiene otros padecimientos. Se demostró que se le dio una adecuada atención médica en el centro penitenciario en donde está detenido. Se cita la sentencia 9675-01 en donde se interpreta el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, en el sentido de que la deuda de pensión alimentaria es especialmente importante y que la detención no supone la condonación de esta prestación. Si bien estuvo detenido por más de 6 meses, se debió a que tenía dos procesos de pensión alimentaria diferentes y el amparado no gestionó en ningún momento ante el despacho judicial, el permiso para buscar trabajo. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso, ordenando la libertad inmediata del amparado, conforme se deriva del artículo 26.1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por las razones siguientes: A) La existencia de dos procesos alimentarios en su contra, en los cuales las actoras firman constante y sucesivamente solicitudes de apremio; así, como el amparado está privado de libertad por una causa, no paga en una ni en la otra y, cuando queda en libertad, por la primera, se le apremia por la segunda. Se trata de un círculo vicioso prácticamente irreversible, como resultado de una interpretación del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias completamente contraria a su texto literal, a su propósito procesal y sustantivo, al bien jurídico que pretende tutelar. B) El propósito de la norma es asegurar el cumplimiento efectivo de la obligación alimentaria y velar porque los beneficiarios de la prestación puedan solventar sus necesidades elementales, pero la forma en que la mayoría interpreta y aplica ese artículo 25 en este caso, contradice ese propósito y nos aproxima a una inconstitucionalidad de la norma –por sus efectos y aplicación- en los términos del artículo 3º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dado que mantener ad perpetuam al amparado en una condición de apremio, como lo hace la interpretación de que discrepo, ni asegura el cumplimiento de la obligación ni garantiza que los beneficiarios solventen sus necesidades elementales. Por otra parte, la excepción admitida en materia alimentaria por el artículo 7.7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a la prohibición de la prisión por deudas no puede leerse en contra del texto del mismo artículo y del resto de la Convención, así como de los demás instrumentos sobre derechos humanos aplicables en Costa Rica, que evidentemente no admiten que una persona pueda ser privada de libertad, sin cometer delito, por un término susceptible de ser ampliado sin restricciones de ninguna índole. Por último, añado que el incumplimiento de otras obligaciones, especialmente laborales y, también, a menudo, civiles o comerciales, acarrean también el hambre y penurias a muchas personas y sus familias; sin embargo, esas consecuencias no justifican la prisión por conductas que no constituyen delito. SL
1802-06. FALTA AL DEBIDO PROCESO EN PAGO RETROACTIVO DE PENSION ALIMENTARIA. Acción de inconstitucionalidad contra de la interpretación jurisprudencial del artículo 96 párrafos 1 y 2 del Código de Familia. El objeto del cuestionamiento es el que se imponga retroactivamente a la parte demandada en un proceso de investigación de paternidad el pago de los gastos de maternidad y pensión alimenticia, sin que esa parte hubiese sido al menos advertida en el emplazamiento de que tal condenatoria podría darse. Indica la Sala que según el principio jurídico de que “nadie puede alegar ignorancia de la ley debidamente publicada”, traducido en el párrafo segundo del artículo 129 constitucional, se llega fácilmente a la conclusión de que el demandado en un proceso de indagación de paternidad en realidad sí está previamente apercibido de la posibilidad de que se imponga en su contra el pago de los gastos de embarazo y maternidad, así como las correspondientes cuotas alimentarias, de manera que el emplazamiento tan solo serviría para reiterar lo que éste ya debería saber a partir del conocimiento previo de la ley. RF
3. EDICTOS DE CURS
	6. VOTOS SALVADOS POR TEMAS


O PUBLICADOS

	PENSION
	PENSIONES ALIMENTARIAS
	SALUD

	PODER JUDICIAL
	SERVICIOS PÚBLICOS
	


PENSION

6866-05. JERARQUIA IMPROPIA DE LOS TRIBUNALES DE TRABAJO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 92 de la Ley Nº 7531 Reforma Integral de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. En tanto se establece al Tribunal de Trabajo, contralor no jerárquico administrativo de las decisiones de la Dirección Nacional de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional y del Servicio Civil. Lo anterior, se considera una violación a la independencia de poderes, porque no son funciones propiamente jurisdiccionales. La Sala declaró con lugar la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar la acción, con fundamento en las siguientes consideraciones: La Constitución no permite ni prohíbe la figura de la jerarquía impropia, que como muchas otras del derecho administrativo, se han desarrollado dentro del amplio margen de temas no regulados ex profeso y en términos genéricos por el texto constitucional. Del mismo modo, no considero que, por sí misma, la jerarquía impropia en cabeza de tribunales de la República atente contra el principio de separación de funciones, fundamentalmente porque ella en nada altera el núcleo central de aquellas tareas encargadas de forma exclusiva e independiente a cada uno de los supremos Poderes. En las materias en que se ha recurrido a esta técnica, ni la Administración ha dejado de administrar, ni los jueces han dejado de ejercer su función jurisdiccional. Finalmente, aclaro, por no haberlo hecho al consignar mi voto salvado en la boleta de votación correspondiente, que los motivos por los que me separo del criterio de mis compañeros, se refieren exclusivamente a las consideraciones sobre el contenido de la norma impugnada y no al procedimiento de formación de la ley que la contiene.  

PENSIONES ALIMENTARIAS

2169-06. ÓRDENES DE APREMIO CORPORAL CONSECUTIVAS. PLAZO DE SEIS MESES. FALTA DE ATENCION MEDICA. Alega el recurrente que fue privado de libertad por pensión alimentaria, aún cuando se encontraba convaleciente de una fractura en la tibia con abertura ósea en su pierna izquierda, requiriendo de un bastón para su limitada movilización. Alega que al estar detenido durante un período mayor a los nueve meses en forma continua, su salud se ha venido deteriorando, pues tiene otros padecimientos. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso, ordenando la libertad inmediata del amparado, conforme se deriva del artículo 26.1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por las razones siguientes: La existencia de dos procesos alimentarios en su contra, en los cuales las actoras firman constante y sucesivamente solicitudes de apremio; así, como el amparado está privado de libertad por una causa, no paga en una ni en la otra y, cuando queda en libertad, por la primera, se le apremia por la segunda. Se trata de un círculo vicioso prácticamente irreversible, como resultado de una interpretación del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias completamente contraria a su texto literal, a su propósito procesal y sustantivo, al bien jurídico que pretende tutelar. Por otra parte, la excepción admitida en materia alimentaria por el artículo 7.7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a la prohibición de la prisión por deudas no puede leerse en contra del texto del mismo artículo y del resto de la Convención, así como de los demás instrumentos sobre derechos humanos aplicables en Costa Rica, que evidentemente no admiten que una persona pueda ser privada de libertad, sin cometer delito, por un término susceptible de ser ampliado sin restricciones de ninguna índole. Por último, añado que el incumplimiento de otras obligaciones, especialmente laborales y, también, a menudo, civiles o comerciales, acarrean también el hambre y penurias a muchas personas y sus familias; sin embargo, esas consecuencias no justifican la prisión por conductas que no constituyen delito. CL
SALUD

16146-05. LIBERTAD PERSONAL / MENORES DE EDAD. Orden de internamiento para menores de edad adictos a drogas. Contra orden de ingresar a los menores de edad amparados al Hospital Dr. Roberto Chacón Paúl, por parte de autoridad judicial,  sin haber sido vistos por médicos especialistas. Son adictos a drogas y están en ese lugar contra su voluntad. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena la libertad inmediata del recurrente, porque considera que Durante los años 90, se produjo en nuestro país un cambio de paradigma en la regulación jurídica relacionada con menores de edad, en gran medida debido a la suscripción de la Convención sobre Derechos del Niño. La modificación implicó pasar de una concepción tutelar del menor, donde se le concebía como un ser incapaz, a la doctrina de su protección integral, en la cual se le redescubre en su plenitud como persona, como sujeto de derechos y obligaciones, con conciencia, eso sí, de sus especiales características de ser humano menor de edad (artículos 5º, 9º, 10 y 24 del Código de la Niñez y la Adolescencia). Considero que las decisiones del Juzgado de la Niñez y la Adolescencia, ordenando el internamiento del actor en un centro hospitalario de la Caja Costarricense de Seguro Social para su desintoxicación y rehabilitación, aún en contra de su voluntad, socavan esos dos pilares fundamentales de los derechos de los menores de edad. Existe un criterio médico que da de alta al recurrente y que desaconseja el internamiento hospitalario por tiempo indefinido (f. 88 exp. 04-00362-673-NA), y no hay la mínima referencia a la comisión de algún ilícito que explique la imperatividad del internamiento, así como su indeterminación temporal –condición esta última, que aún en relación con los más graves delitos está absolutamente prohibida por el derecho interno e internacional-. Ciertamente, la adicción a los estupefacientes requiere de atención estatal y puede llevar a las personas a los más graves deterioros físicos, mentales y de su dignidad, pero no por ello debe imponerse a quienes sufren de esta patología tratamientos forzados, con menoscabo de su libertad personal y en centros que no fueron creados con ese fin. Por todo lo anterior, salvo mi voto, para declarar con lugar el recurso, anulando las resoluciones arriba citadas del Juzgado de la Niñez y la Adolescencia y ordenando la inmediata libertad del actor. CL  

2901-06. CAMBIAN MEDICAMENTO RECOMENDADO POR MEDICO TRATANTE POR MEDICAMENTO GENERICO. Acusa el amparado que su hijo padece de esquizofrenia hebefrénica. Que el médico tratante del amparado le prescribió desde el inicio el Telorzan (Olanzapina) para evitar la granulocitosis y la aparición de extrapiramidalismo, trombocitopenia y parkinsonisno, entre otros. Que el Comité Central de Farmacoterapia rechazó el suministro de la Olanzapina (Telorzan) y ordenó el tratamiento con el genérico Olozapina antipsicótico, por ser de la lista oficial de medicamentos con que actualmente cuenta la Institución. Asegura que en vista del rechazo al medicamento que hizo su hijo, recurrió a la Junta Directiva recurrida, pero se le comunicó no se justifica la adquisición del medicamento del amparado. Se declara con lugar el recurso, con el VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO: Discrepo, de la opinión de la mayoría de la Sala, porque del informe rendido bajo la gravedad del juramento por la Coordinadora del Comité Central de Farmacoterapia, y a falta de manifestación alguna del médico tratante del amparado, se tiene que no son razones financieras, sino estrictamente médicas las que han llevado a denegar el medicamento que solicitó la recurrente, el cual se encuentra fuera de la lista oficial de fármacos que maneja la institución. Y, en este sentido, a falta del criterio del médico encargado de la atención directa del amparado y de prueba de carácter científico que refute lo afirmado por la Coordinadora recurrida, las razones de la accionada deben prevalecer. Así las cosas, no encuentro que con el antipsicótico que optó por suministrar la Caja recurrida al amparado se esté violentando su derecho a la salud, por lo que considero que el recurso debe declararse sin lugar. SL
PODER JUDICIAL

2445-06. ACTUACIONES JUDICIALES. EXTRAVÍO DE DOCUMENTO. RESPONSABILIDAD OBJETIVA DEL ESTADO.  El recurrente acusa que la pérdida de documentos presentados como pruebas dentro de un expediente judicial, no sólo atrasó el proceso, sino también, hizo que no se diera una sentencia a derecho. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y declara con lugar el recurso porque considera la pérdida de documentos aportados como prueba ante el despacho judicial recurrido, atentan contra el derecho fundamental del amparado a la justicia. En efecto, los informes rendidos ante la Inspección Judicial demuestran que no hubo seguridad alguna en cuanto al manejo de los documentos aportados para su reconocimiento. La petición de justicia del amparado ha quedado detenida por más de un año por una causa achacable únicamente a los estrados judiciales involucrados y, específicamente, al Juzgado Civil de Heredia, con respecto al cual se han de tener por ciertos los hechos, por disposición de ley, dada la omisión de informar de su titular. CL
SERVICIOS PUBLICOS

2284-06. CAMBIOS EN TARIFAS DE AGUAS. USUARIOS DE ESCASOS RECURSOS. Se acusa que ARESEP modificó el cálculo de tarifas de agua, sin que la institución rectora haya solicitado tal cambio, además, eliminó el subsidio en la tarifa, aplicado a zonas rurales, afectando con ello a los sectores de la población con menos recursos económicos.  Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. Voto salvado de los Magistrados Armijo Sancho y Sosto López con redacción del primero: Discrepamos del criterio sostenido por la mayoría del Tribunal Constitucional y, por el contrario, declaramos con lugar el amparo, por las razones señaladas en el voto salvado de la sentencia Nº2005-11312 de las 15:50 hrs. de 24 de agosto de 2005, en que se dijo: que la resolución adoptada por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, en donde  produjo un cambio en la estructuración de las tarifas de los servicios de acueductos y alcantarillados que brinda el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, lesiona los intereses de los habitantes pobres del sector rural, quienes deben pagar un monto significativamente superior para disfrutar del agua potable, del que se cobraba con anterioridad. Aseguan que la ARESEP desconoce su obligación de procurar que los habitantes de menores recursos económicos del sector rural puedan acceder al servicio del agua potable mediante el cobro de una tarifa que no les impida satisfacer otras necesidades elementales, según los principios que se desprenden del derecho consagrado en el artículo 50 constitucional, que informan el Estado Social y Democrático de Derecho. CL
[image: image1.jpg]


